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JUSTIFICACIÓN  
Y ANTECEDENTES

De acuerdo con los párrafos 26 y 27 del 
Convenio de Viena sobre el Derecho 

de los Tratados, todo tratado internacional en vigor debe ser 
cumplido de buena fe por los Estados Parte y no podrá invo-
car las disposiciones de su derecho interno como justificación 
para la omisión del mismo. En ese sentido, el Estado mexicano 
se encuentra obligado, ante la comunidad internacional, a lle-
var a cabo lo establecido en las normas de derechos humanos, 
así como las recomendaciones emitidas por sus mecanismos 
de protección.

Lo anterior se fortaleció con la reforma en materia de 
derechos humanos de 2011, en la cual se modificaron los ar-
tículos 1, 3, 11, 15, 18, 29, 33, 89, 97, 102 apartado B y 105 
fracción II de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos (Cpeum en adelante), reforma considerada nuevo 
paradigma para la protección, promoción, respeto y garantía 
de los derechos fundamentales de las personas en el país.

De acuerdo con Carmona (2011), los cambios en la Cpeum 
propiciados por dicha reforma pueden agruparse en dos gran-
des rubros: por un lado, los relacionados con la armonización 
constitucional y el derecho internacional,1 y por otro, los que 

1  a) La modificación a la denominación misma del capítulo que agrupa los 
derechos básicos; b) el otorgamiento de rango constitucional a los trata-
dos internacionales en materia de derechos humanos; c) la ampliación de 
hipótesis de no discriminación; d) la educación en materia de derechos 
humanos; e) el derecho de asilo y de refugio; f) el respeto a los derechos 
humanos en la operación del sistema penitenciario y,  g) los derechos huma-
nos como principio de la política exterior mexicana (Carmona, 2011, p. 40).

J
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tas para hacer valer procesalmente los dere-
chos ante los operadores jurídicos.2

En ese sentido, justificar la pertinencia de 
que los Estados elaboren planes de acción 
para fortalecer el cumplimiento de los dere-
chos humanos nos remite a la adopción de la 

2  a) La interpretación conforme; b) el principio pro 
persona; c) los principios de universalidad, interdepen-
dencia, indivisibilidad y progresividad; las obligaciones de 
prevención, investigación, sanción y reparación de viola-
ciones a los derechos humanos; d) la prohibición de ce-
lebrar tratados que alteren o menoscaben los derechos 
humanos, tanto los previstos en la Constitución, como 
en otros instrumentos de derechos humanos ratifica-
dos; e) la regulación de los límites casos y condiciones 
para suspensión y restricción provisional del ejercicio 
de alguno de los derechos humanos; f) el requisito de 
previa audiencia para la expulsión de extranjeros; g) la 
exigencia de que las autoridades funden, motiven y ha-
gan pública, en su caso la negativa de aceptar o cumplir 
las recomendaciones que les dirijan las comisiones de 
derechos humanos, así como la posibilidad de que las 
autoridades comparezcan ante los órganos legislativos 
correspondientes a explicar los motivos de su negativa; 
h) la ampliación de la competencia de las comisiones 
de derechos humanos para conocer de asuntos labora-
les; i) el traslado a la Comisión Nacional de Derechos 
Humanos, de la facultad investigadora asignada original-
mente a la Suprema Corte de Justicia de la Nación, y j) 
la posibilidad de que las acciones de inconstitucionali-
dad que puedan presentar la Comisión Nacional de los 
Derechos Humanos y los organismos respectivos en 
las entidades federativas, en el ámbito de su respectiva 
competencia, contra leyes de carácter federal, estatal y 
del Distrito Federal, así como de tratados internaciona-
les, se puedan enderezar respecto de violaciones a los 
derechos humanos previstos en la Constitución, pero 
también en los tratados internacionales de derechos 
humanos (Carmona, 2011, pp. 40-41).

Declaración y Programa de Acción de Viena, 
emanada de la Conferencia Mundial de Dere-
chos Humanos de 1993. En dicho documento 
los Estados Parte se comprometieron a dise-
ñar un plan nacional de acción para identificar 
las medidas adecuadas que mejoraran el res-
peto, la promoción, protección y garantía de 
los derechos humanos. En el entendido de que 
un acercamiento comprensivo y estructurado 
de los gobiernos con la planeación facilitaría la 
realización de las normas internacionales; pro-
movería la armonización de la legislación na-
cional; consolidaría políticas públicas conside-
rando el carácter universal, indivisible e inter-
dependiente de los derechos civiles, políticos, 
económicos, sociales y culturales; y, fomentaría 
la corresponsabilidad entre las instituciones 
gubernamentales, los organismos públicos de 
derechos humanos y la sociedad civil.

Por ello, durante 2002, la Oficina del Alto 
Comisionado de las Naciones Unidas para 
los Derechos Humanos (aCnudh) publicó el 
“Manual sobre planes nacionales de acción en 
derechos humanos”, en el cual propuso una 
metodología y estrategias participativas para 
elaborar planes con los cuales los Estados es-
tablecieran rutas claras para cumplir con sus 
compromisos internacionales.

En México, con la instalación de la Oficina 
del Alto Comisionado de las Naciones Uni-
das para los Derechos Humanos (oaCnudh) 
se elaboró un Diagnóstico nacional en 2003, 
el cual identificó las causas estructurales de 
las violaciones a los derechos humanos en el 
país y definió recomendaciones y propuestas 
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para superarlas. Una de dichas propuestas fue 
profundizar en las situaciones específicas de 
cada entidad federativa para aterrizar de me-
jor manera las políticas públicas necesarias.

Para coadyuvar con dicho objetivo, en 
2006 la oaCnudh presentó y difundió una 
“Metodología para elaborar diagnósticos 
y programas de derechos humanos en las 
entidades federativas”, la cual, basada en el 
“Manual sobre planes nacionales de acción 
en derechos humanos”, propuso:

a. los pasos para estructurar las herra-
mientas de diagnóstico y programa re-
tomando la experiencia generada a nivel 
nacional y fundada en la utilización del 
derecho internacional de los derechos 
humanos como directriz de análisis, y,

b. esquema de organización a nivel estatal a 
través de Comités Coordinadores para 
garantizar que los procesos de elabora-
ción fuesen participativos y fomentaran 
la colaboración entre gobierno y socie-
dad civil.

La congruencia de elaborar diagnósticos y 
planes de acción o programas de derechos 
humanos locales (como se les denomina en 
México) se encuentra en el reconocimiento 
de que las entidades federativas también son 
entes obligados a cumplir los compromisos 
asumidos en la normatividad internacional y, 
por tanto, requieren de herramientas espe-
cíficas que diagnostiquen las situaciones que 
obstaculizan el ejercicio de los derechos hu-

manos, para así establecer las acciones que se 
deben emprender para superarlas.

En Oaxaca, para asumir parte de dicho 
compromiso, en el Plan Estatal de Desarro-
llo 2011-2016 (ped) se estableció como eje 
transversal de acción el enfoque de derechos 
humanos, aplicable a todas las políticas públi-
cas locales y todas las entidades y dependen-
cias de la administración pública estatal. Para 
cumplir con esa responsabilidad, se planteó 
como estrategias, entre otras, la elaboración 
de un diagnóstico y un programa de derechos 
humanos en el nivel local,3 de los cuales se 
deriva la competencia y sustento para desa-
rrollar el presente ejercicio.

Asimismo, el artículo 2 de la Ley de Planea-
ción del Estado de Oaxaca establece que dicho 
proceso se llevará a cabo como un medio para 
el eficaz desempeño de la responsabilidad del 
Gobierno del Estado sobre el desarrollo inte-

3  ped Estrategia 1.1 Elaboración de un diagnós-
tico estatal de derechos humanos, considerando los 
estándares emanados del derecho internacional de los 
Derechos Humanos, con la  participación de la socie-
dad civil, instituciones académicas, Comisión Estatal de 
Derechos Humanos, Poder Ejecutivo, Judicial y Legis-
lativo, contando con la asesoría técnica de la Oficina 
del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para 
los Derechos Humanos (oaCnudh). ped Estrategia 
1.2. Elaboración de un Programa Estatal de Derechos 
Humanos en el Estado de Oaxaca, con la participación  
de la sociedad civil, instituciones académicas, Comisión 
Estatal de Derechos Humanos, Poder Ejecutivo, Judicial 
y Legislativo, contando con la asesoría técnica de la Ofi-
cina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para 
los Derechos Humanos (pp. 51-52).
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a gral de la entidad y deberá tender a la consecu-
ción de los fines y objetivos sociales, culturales, 
económicos y políticos contenidos en la Cpeum.

Además de lo impulsado mediante las 
instancias públicas y lo establecido en la 
normatividad local, un factor fundamental y 
decisivo para la realización de un diagnósti-
co de derechos humanos en Oaxaca fue la 
participación e involucramiento de las orga-
nizaciones de la sociedad civil en el proce-
so, ya que su disposición para coordinarse 
corresponsablemente entre ellas y a su vez 

con las distintas instancias públicas, es refle-
jo de la voluntad política que prevalece en la 
ciudadanía de la entidad para impulsar accio-
nes que impulsen el efectivo disfrute de los 
derechos humanos.

En ese sentido, atender el cumplimiento 
de los derechos humanos desde el ámbi-
to local con herramientas de planeación es 
fundamental para alcanzar los estándares 
establecidos en las normas internacionales 
mediante la utilización de estrategias de me-
diano y largo plazo.
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EL ENFOQUE 
DE DERECHOS 
HUMANOS

Definición

El enfoque de derechos humanos es un 
marco conceptual, normativo y metodo-

lógico que utiliza como base y referencia lo establecido en el 
Derecho Internacional de los Derechos Humanos (didh). Di-
cho enfoque puede ser aplicado en distintos ámbitos, por tan-
to, su objetivo con los Estados es que las distintas estrategias, 
procesos, políticas públicas, programas, marcos normativos y 
actividades que realiza –incluyendo todos sus niveles y pode-
res de gobierno– consideren y se desarrollen de acuerdo con 
lo establecido en la normatividad internacional.

Su construcción conceptual y operativa inició en el diseño 
de estrategias de desarrollo y combate a la pobreza, con la in-
tención de emplearlo de forma transversal en las obligaciones 
y los principios establecidos en el didh.

La idea esencial tras la adopción del enfoque de derechos 
humanos en el ámbito del desarrollo y la reducción de la po-
breza [fue] que las políticas e instituciones que tienen por 
finalidad impulsar estrategias en esa dirección se deben basar 
explícitamente en las normas y principios establecidos en el 
didh (Abramovich, 2006, p. 40).

Asimismo, las responsabilidades adquiridas por los Estados 
a partir de los instrumentos internacionales coadyuvan en la 
planeación, implementación y evaluación de los programas de 
desarrollo, las estrategias, procesos y actividades gubernamen-
tales, los marcos normativos nacionales y locales, y las resolu-
ciones de los sistemas de impartición de justicia. De esa mane-

e
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a ra, el enfoque de derechos humanos aplicado 
de forma transversal en los fines y actividades 
del Estado colocan la nueva concepción de de-
finir a las personas como sujetas de derechos.

Obligaciones  
del Estado

Existe la posibilidad de que cualquier persona 
o grupo viole derechos humanos, sin embargo, 
de acuerdo con la normatividad internacional 
vigente, los Estados son quienes deben de 
asumir obligaciones generales para el cumpli-
miento de esos derechos. Así, los Estados, al 
ser parte de los instrumentos del didh, asu-
men la responsabilidad de respetar, proteger 
y cumplir con los derechos, y aunque existen 
algunas obligaciones específicas por cada uno 
de ellos, en general éstas se aplicarán para los 
derechos civiles, políticos, económicos, socia-
les y culturales (oaCnudh, 2011).

Las obligaciones del Estado mexicano en 
materia de derechos humanos se establecen 
en el artículo 1 de su Constitución Política de 
la siguiente forma:

Todas las autoridades, en el ámbito de sus 
competencias, tienen la obligación de promo-
ver, respetar, proteger y garantizar los derechos 
humanos de conformidad con los principios de 
universalidad, interdependencia, indivisibilidad 
y progresividad. En consecuencia, el Estado 
deberá prevenir, investigar, sancionar y reparar 
las violaciones a los derechos humanos, en los 
términos que establezca la ley (ver cuadro 1).

Contenido de los 
derechos humanos

El didh es el conjunto de normas desarrolladas 
por la comunidad estatal que dotan de conte-
nido a los derechos humanos y establecen una 
serie de obligaciones para los Estados. Por tan-
to, en él también encontramos los contenidos 
que estructuran el enfoque de derechos huma-
nos. El cuerpo jurídico de las normas interna-
cionales establece el contenido obligacional de 
los Estados para con los derechos humanos, 
que a su vez nos permite conocer de qué se 
tratan o qué significan los mismos.

Algunas fuentes del didh son: los nueve 
tratados básicos en materia de derechos hu-
manos –los cuales también se conocen como 
pactos o convenios– que constituyen el siste-
ma universal de derechos humanos;4 la Decla-
ración Americana de los Derechos y Deberes 
del Hombre junto con la Convención Ameri-

4  Los tratados básicos en materia de derechos huma-
nos son: el Pacto Internacional de los Derechos Eco-
nómicos, Sociales y Culturales; el Pacto Internacional 
de los Derechos Civiles y Políticos: Convención Inter-
nacional sobre la Eliminación de Todas las Forma de 
Discriminación Racial; Convención sobre la Eliminación 
de Todas las formas de Discriminación contra la Mujer; 
Convención sobre la Tortura y Otros Tratos o Penas 
Crueles, Inhumanos y Degradantes; Convención sobre 
los Derechos del Niño; Convención Internacional so-
bre los Derechos de Todos los Trabajadores Migrato-
rios y sus Familiares; Convención Internacional para la 
Protección de Todas las personas contra las Desapari-
ciones Forzadas y la Convención sobre los Derechos 
de las Personas con Discapacidad.
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Cuadro 1. Obligaciones del Estado mexicano en materia de derechos humanos establecidas 
en la Constitución política

Tipo de obligación Descripción

Respetar

El Estado, en cualquiera de sus niveles (federal, estatal o municipal) e indepen-
dientemente de sus funciones (ejecutivo, legislativo o judicial), debe abstenerse 
de interferir con el goce de los derechos humanos.

Proteger

Las y los agentes estatales, en el marco de sus respectivas funciones, deben 
adoptar medidas (como crear marcos jurídicos adecuados o la maquinaria 
institucional necesaria) para prevenir las violaciones a los derechos humanos, 
especialmente por parte de los particulares, pero también de los entes públicos. 
Esta obligación incluye la necesidad de crear todos los mecanismos o garantías 
necesarias para hacerlos exigibles ante tribunales, órganos cuasi jurisdiccionales 
de defensa de los derechos humanos u órganos de supervisión.

Garantizar

Tomar acciones que permitan el acceso a los derechos humanos y garantizar 
su disfrute cada vez que una persona (o grupo) no pueda, por razones ajenas a 
su voluntad, poner en práctica el derecho por sí misma con los recursos a su 
disposición. Implica crear la infraestructura legal e institucional de la que depen-
da la realización práctica del derecho; a diferencia de la obligación de proteger, 
el principal objetivo aquí es darle efectividad a los derechos. Esta obligación 
también incluye que los Estados deban tomar medidas para prevenir, investigar 
y sancionar las violaciones a los derechos humanos, así como de reparar el 
derecho violado.

Promover

Se refiere a la adopción de medidas de largo alcance para la realización del de-
recho. Se trata de una obligación de carácter netamente progresivo para lograr 
cambios en la conciencia pública, en la percepción, en el entendimiento, o en la 
capacidad de afrontar un determinado problema.

Nota: Cuadro elaborado con información de la oaCnudh (2011). 20 claves para conocer y comprender mejor los dere-
chos humanos. México, p. 12.
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a cana de Derechos Humanos, que son los dos 
principales documentos del sistema interame-
ricano de derechos humanos; los protocolos 
derivados de esos tratados; las declaraciones, 
principios, directrices, informes y códigos de 
conducta impulsados desde los mecanismos 
de protección internacional y regional; las sen-
tencias y resoluciones de los diversos órganos 
jurisdiccionales de defensa de los derechos 
humanos; y las observaciones generales, reco-
mendaciones y opiniones consultivas prove-
nientes de los Comités de Naciones Unidas, la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos 
(Cidh) y los relatores temáticos o por país.

Adoptar el enfoque de derechos humanos 
implica conocer y aplicar el contenido obliga-
cional establecido en el didh en cualquiera de 
las funciones del Estado, es decir, recuperar lo 
comprendido en las normas internacionales y 
darles vida mediante actividades que realizan 
los gobiernos, ya sea en el ámbito ejecutivo, 
legislativo y judicial o en los niveles, federal, 
estatal o municipal.

Principios 
transversales

Un elemento más del enfoque de derechos 
humanos son los principios transversales, és-
tos también se encuentran dentro del didh y 
son indispensables para generar una base que 
favorezca la realización de los derechos hu-
manos o el cumplimiento de las obligaciones 
internacionales de los Estados.

Igualdad y no discriminación

Este principio es a su vez un derecho con-
sagrado en los artículos 2 y 3 del Pacto In-
ternacional de Derechos Civiles y Políticos, 
y en los artículos 1 y 24 de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos. La 
no discriminación es un derecho base para 
el goce del resto de los derechos y supone 
una amplia gama de obligaciones a cargo del 
Estado. El artículo 1 de la Cpeum alberga este 
derecho desde 2001 y su contenido se refor-
zó con la reforma constitucional en materia 
de derechos humanos de junio de 2011.

El derecho a la igualdad obliga a los Esta-
dos a velar por la observancia de los dere-
chos humanos sin discriminación por motivo 
alguno, incluidos el sexo, el origen étnico, el 
idioma, la religión, la opinión política o de 
otra índole, el origen nacional o social, la per-
tenencia a una minoría nacional, la posición 
económica, el nacimiento, la edad, la discapa-
cidad, la preferencia sexual, la identidad de 
género o la condición social o de otro tipo.

Los sistemas de planeación, los procesos de 
implementación y los mecanismos de evalua-
ción que generen los gobiernos deben coadyu-
var en la eliminación de las causas subyacentes 
y sistémicas de la discriminación, con el fin de 
promover una igualdad auténtica y sustantiva.

Participación

La participación es un principio de aplicación 
transversal dentro del enfoque de derechos 



15

humanos, lo cual significa que debiera cruzar 
por los diferentes procesos que los Estados 
emprenden para cumplir sus obligaciones en 
la materia.

La participación va mucho más allá de la 
mera consulta o de ser un apéndice técnico 
al diseño de los proyectos, (…) ha de con-
siderarse más bien como algo que promue-
ve una conciencia crítica y la adopción de 
decisiones como base para una ciudadanía 
activa (aCnudh, 2006, p. 26).

Contar con un proceso participativo eficaz 
es un factor clave para el éxito de cualquier 
proceso. Con ello se aumenta el sentido de 
apropiación y de control sobre las actividades 
gubernamentales y ayuda a asegurar que las in-
tervenciones estén adaptadas a la situación de 
las personas que se supone deben beneficiar.

Esta participación debe potenciar las ca-
pacidades de las personas, tomarlas como 
sujetas de derechos y colocarlas como el eje 
de la acción pública, especialmente quienes se 
encuentran en situación de exclusión y/o dis-
criminación, y considerar diversas estrategias 
para hacerla efectiva.

Transparencia  
y rendición de cuentas

Se refiere a los procesos que demandan al 
gobierno mostrar, explicar y justificar el cum-
plimiento de sus obligaciones en la realiza-
ción de los derechos mediante los diversos 

mecanismos que disponga para ello. Estos 
mecanismos comprenden la provisión de 
información, monitoreo, control, evaluación, 
fiscalización y sanción.

Educación en derechos humanos

De acuerdo con la aCnudh y Equitas, “la edu-
cación en derechos humanos son todos los 
conocimientos sobre los cuales se constru-
yen el aprendizaje, las aptitudes, las actitudes 
y los comportamientos en el ámbito de los 
derechos humanos” (2010, p. 9).

El objetivo de este principio parte de que 
todas las personas son responsables en cier-
ta medida de que los derechos humanos se 
realicen en sus comunidades y sociedades, 
por tanto, comparten la obligación ética de 
conocerlos y comprenderlos para impulsar 
su cumplimiento. La intención es activar me-
canismos preventivos de largo plazo respecto 
de las violaciones de derechos humanos y los 
conflictos violentos, al mismo tiempo, pro-
mover la participación efectiva y el desarrollo 
sostenible de las naciones.

Teniendo en cuenta las premisas anterio-
res, resulta fundamental considerar a los fun-
cionarios de las instituciones públicas como 
uno de los principales públicos para la aplica-
ción de este principio.
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a METODOLOGÍA

El procedimiento para construir el Diag-
nóstico de Derechos Humanos de Oaxa-

ca (ddho) fue retomado de la “Metodología para elaborar diag-
nósticos y programas de derechos humanos en las entidades 
federativas” de la oaCnudh y de algunos elementos de la ex-
periencia acumulada de otras localidades en el desarrollo del 
mismo proceso, sobre todo la realizada en el Distrito Federal.

Es importante mencionar que dicha metodología no nece-
sariamente se enfoca en detallar los pasos para la elaboración 
de los documentos tanto de diagnóstico como de progra-
ma, sino que pone énfasis en el proceso mediante el cual se 
elaboran los mismos, es decir, en la participación efectiva y 
equitativa de los actores al momento de la construcción. En 
este sentido, la estructura del documento y los mecanismos 
de participación y retroalimentación establecidos durante la 
elaboración del ddho también fueron producto de las defini-
ciones que tomó el Comité Coordinador para la elaboración 
del Diagnóstico y Programa de Derechos Humanos de Oaxa-
ca (Comité Coordinador) de acuerdo con el contexto y las 
necesidades específicas de dicha entidad federativa.

Con las anteriores premisas, a continuación se detallan los 
pasos dados para la formulación del ddho:

Instalación y funcionamiento 
del Comité Coordinador

De acuerdo con la metodología de la oaCnudh, la principal 
función de los Comités Coordinadores es organizar las ac-

m
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tividades para la construcción de los docu-
mentos de diagnóstico y programa con un es-
quema participativo. Por ello, la instalación del 
Comité Coordinador en Oaxaca, mediante la 
firma de una carta compromiso, fue el punto 
de partida para la elaboración del diagnóstico.

Este órgano plural y colegiado se instaló el 
10 de diciembre de 2011 y lo integraron:

l	La Coordinación para la Atención de los 
Derechos Humanos del Gobierno del Es-
tado de Oaxaca, como representante del 
poder ejecutivo;

l	La Dirección de Derechos Humanos, 
como representante del poder judicial;

l	La Comisión de Derechos Humanos del 
Congreso del Estado de Oaxaca, como re-
presentante del poder legislativo;

l	La Defensoría de los Derechos Humanos 
del Pueblo de Oaxaca;

l	Iniciativa Ciudadana Oaxaca, A.C.; El Cen-
tro de Derechos Humanos “Bartolomé 
Carrasco Briseño”, A.C.; Luna del Sur, 
A.C. y el Centro de Derechos Humanos 
y Asesoría a Pueblos Indígenas, A.C., como 
representantes de las organizaciones de la 
sociedad civil;

l	La Universidad Autónoma “Benito Juárez” 
de Oaxaca (uabJo) y el Centro de Inves-
tigación y Estudios Superiores en Antro-
pología Social Unidad Pacífico-Sur (Ciesas), 
como representantes de las instituciones 
académicas; y,

l	La Oficina en México del Alto Comisiona-
do de las Naciones Unidas para los Dere-

chos Humanos (oaCnudh) como observa-
dora permanente.

El proceso para asumir las representacio-
nes tanto de la sociedad civil, como del sector 
académico estuvo coordinado por la oaCnu-
dh mediante un proceso amplio de difusión 
que abarcó tres regiones de Oaxaca (Mixteca, 
Costa y Sierra Norte) y de una serie de reu-
niones en las cuales se tomaron decisiones 
colegiadas para seleccionar a las organizacio-
nes y las instituciones que participarían como 
portavoces ante el Comité Coordinador.

Enseguida de la instalación, se establecie-
ron los Lineamientos de Operación para el 
funcionamiento del órgano colegiado en el 
cual se dispuso la celebración de reuniones 
plenarias ordinarias (mensuales) y extraordi-
narias, así como la instalación de los grupos 
de trabajo necesarios para resolver asuntos 
específicos como: los ajustes necesarios para 
adaptar la metodología al contexto local, la 
definición de los temas por abordar en el 
diagnóstico, la revisión de los avances en la 
elaboración de los capítulos, las consideracio-
nes presupuestales, las necesidades logísticas 
para el desarrollo de las reuniones y las me-
sas de trabajo para la retroalimentación de 
los capítulos, entre otros.

Asimismo, se designó una Secretaría Téc-
nica para impulsar las funciones del Comité 
Coordinador establecidas en los lineamientos 
de operación. Dicha figura se encargó de dar 
seguimiento a los acuerdos y generar las siner-
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a gias necesarias entre los sectores para lograr la 
consecución de las metas acordadas. Durante 
la elaboración del ddho, la Coordinación para 
la Atención de los Derechos Humanos del 
Gobierno de Oaxaca, la Universidad Autóno-
ma “Benito Juárez” y el Centro de Derechos 
Humanos “Bartolomé Carrasco Briseño”,  A.C. 
ocuparon el cargo de Secretaría Técnica. Dicha 
modalidad fue adoptada con la intención de 
propiciar espacios de confianza y trabajo co-
rresponsable entre sociedad civil y gobierno.

En los lineamientos de operación también 
se estipuló la preferencia de las decisiones 
por consenso, sin embargo, cada uno de los 
participantes, a excepción de la oaCnudh, tuvo 
derecho a voz y voto para tomar resoluciones 
en caso de ser necesario, mediante mayoría 
simple. Cabe resaltar que el funcionamiento 
del Comité Coordinador requirió de un es-
fuerzo importante para los actores involucra-
dos, ya que su participación, en el caso de la 
sociedad civil y la academia, fue voluntaria.

Definición  
de la estructura

El diagnóstico aborda los derechos humanos 
de diez grupos de población y un tema espe-
cífico:
t	Derechos de las personas con discapaci-

dad,
t	Derechos de las niñas, niños y adolescen-

tes,

t	Derechos de las personas lesbianas, gays, 
bisexuales, transexuales, transgénero, tra-
vestis e intersexo,

t	Derechos de las personas defensoras de 
derechos humanos,

t	Derechos de las mujeres,
t	Derechos de las personas migrantes,
t	Derechos de las y los jóvenes,
t	Derechos de los pueblos y comunidades 

indígenas,
t	Derechos de las personas afrodescendien-

tes,
t	Derechos de las personas que viven con 

VIH y SIDA, y
t	Derecho a la libertad de expresión.

Los grupos fueron elegidos con base en el 
análisis de la estructura de otros documen-
tos como el Diagnóstico Nacional de Dere-
chos Humanos de 2003 y el Diagnóstico de 
Derechos Humanos del Distrito Federal de 
2008, además de los temas colocados en el 
diagnóstico del Plan Estatal de Desarrollo de 
Oaxaca 2011-2016 y la experiencia acumula-
da de las organizaciones de la sociedad civil.

El Comité Coordinador definió una lista 
común de derechos y temas particulares para 
abordar las problemáticas de los grupos de 
población que integrarían el diagnóstico, de-
jando siempre la puerta abierta para incluir 
aspectos que en dado caso reflejaran particu-
laridades necesarias (ver cuadro 2).

Se eligió sólo abordar grupos de población 
con la intención de evidenciar las situaciones 
particulares que viven algunos sectores so-
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ciales en el nivel local y visibilizar a través de 
los derechos y temas comunes el contexto 
general sobre el ejercicio de las libertades 
fundamentales en la entidad.

Una vez definidos los grupos de población, 
los derechos y temáticas que servirían como 
guía para el análisis de las problemáticas, se 
acordó la estructura para presentar los ca-
pítulos:

Establecimiento del contenido de los de-
rechos del grupo de población con base en la 

normatividad internacional y su reflejo en la 
legislación en los niveles nacional y local.

Descripción contextual respecto al ejer-
cicio de los derechos del grupo de población 
en el marco de los ejes: derechos civiles y 
políticos; derechos económicos sociales y 
culturales; temas del pnd y, problemáticas 
particulares del grupo de población.

Análisis de los programas y las políticas 
públicas emprendidas por las autoridades 
locales para posibilitar el ejercicio de los de-

Cuadro 2. Grupos de población que integran el diagnóstico y lista de derechos

Grupos de población
s Derechos de las personas  

con discapacidad,
s Derechos de niñas,  

niños y adolescentes,
s Derechos de la población lesbiana, gay, 

bisexual, transexual, transgénero,  
travesti e intersexo,

s Derechos de las personas defensoras 
de derechos humanos,

s Derechos de las mujeres,
s Derechos de las personas migrantes,
s Derechos de las personas jóvenes,
s Derechos de los pueblos  

y comunidades indígenas,
s Derechos de las personas  

afrodescendientes,
s Derechos de las personas que viven 

con VIH y SIDA, y
s Derecho a la libertad de expresión.

s Derechos económicos, sociales y culturales: 
derecho al trabajo, derecho a la salud, derecho al 
desarrollo, derecho a la vivienda, derecho a la ali-
mentación, derecho a la educación.
s Derechos civiles y políticos: derecho a la vida; 
derecho a la integridad personal; derecho a la liber-
tad y seguridad personal; derecho al debido proce-
so legal; derecho a la personalidad jurídica; derecho 
a la libertad de expresión, opinión e información; 
derecho a la libertad de asociación y reunión pacífi-
ca, y derecho a la igualdad y a la no discriminación.
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s Combate a la violencia.
s Fenómeno migratorio.
s Perspectiva de género.
s Sistema de salud.
s Sector educativo.
s Desarrollo.
s Tierra, territorio y recursos naturales.
s Conflictividad social y agraria.
s Seguridad ciudadana.
s Democracia y participación ciudadana.
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a rechos del grupo de población, identificando 
aciertos, vacíos y deficiencias.

Formulación de recomendaciones por 
grupo de población como base para la elabo-
ración del Programa de Derechos Humanos 
de Oaxaca.

Obtención y análisis 
de la información, 
y elaboración de 
documentos

Para construir el ddho se utilizaron fuen-
tes secundarias de información, por tanto, 
primero se hizo un vaciado de documentos 
disponibles utilizando la siguiente matriz (ver 
cuadro 3).

En la mayoría de los casos la información 
detectada en los diversos documentos dispo-
nibles fue suficiente para plantear el conteni-

do de los derechos y las principales proble-
máticas a las que se enfrentaban los grupos 
de población, sin embargo, para conocer al 
detalle el funcionamiento e impacto de los 
programas y políticas públicas de las autori-
dades locales, fue necesario realizar solicitu-
des escritas y reuniones de trabajo –la ma-
yoría canalizadas mediante la Coordinación 
para la Atención de los Derechos Humanos 
del Gobierno de Oaxaca– con entidades y 
dependencias públicas para identificarlas.

Una vez ubicadas las fuentes, se procedió a 
la elaboración de borradores por capítulo, uti-
lizando como eje de análisis el contraste entre 
lo establecido en las normas internacionales y 
la situación prevaleciente en Oaxaca respecto 
de los grupos de población referida en en-
cuestas, diagnósticos, registro de casos, entre 
otros. La elaboración de dichos documentos 
se asumió en el seno del Comité Coordinador, 
designando a responsables específicos para fa-
cilitar la coordinación y rendición de cuentas.

Cuadro 3
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El paso siguiente fue convocar a mesas de 
trabajo integradas por sociedad civil, autori-
dades locales (incluyendo los tres poderes de 
gobierno) e investigadores y académicos, para 
discutir, retroalimentar y en dado caso validar 
lo contenido en los borradores preparados 
por el Comité Coordinador. La intención fue 
ofrecer un primer piso común de análisis para 
los sectores interesados en discutir y aportar 
en cada uno de los temas. Después de las Me-
sas de Trabajo se incorporaron las observacio-
nes vertidas en el espacio para alcanzar una 
versión final de cada capítulo, mismas que nue-
vamente revisaron y validaron integrantes del 
Comité Coordinador antes de ser publicadas. 
Algunos capítulos requirieron de la realización 
de más de una mesa de trabajo para ser debi-
damente retroalimentados y validados.

magistrados para mejorarlos, fortalecerlos e 
incluso reformularlos.

La intención fue considerar de la manera 
más amplia posible las opiniones y perspecti-
vas de los sectores que convergen en Oaxaca 
respecto del ámbito de los derechos huma-
nos y, sobre todo, el cumplimiento de las 
obligaciones del Estado. Para ello, el Comité 
Coordinador decidió llevar a cabo mesas de 
trabajo para retroalimentar y validar el con-
tenido de los borradores de cada capítulo.

En principio, se desarrolló una mesa de 
trabajo por cada capítulo, es decir, por cada 
grupo de población, aunque en algunos casos 
fue necesario llevar a cabo dos o más de ellas 
para agotar por completo la discusión de los 
contenidos.

Las mesas de trabajo se convocaron y de-
sarrollaron de la siguiente forma:

1. Identificación de participantes: El Comité 
Coordinador elaboró una primera lista 
de participantes por cada mesa, misma 
que retroalimentaron organizaciones de 
la sociedad civil y expertos externos al 
comité, con la finalidad de fortalecer la 
convocatoria de actores clave. El obje-
tivo fue tener un primer inventario de 
las organizaciones de la sociedad civil, 
las instituciones públicas y personas ex-
pertas académicas de Oaxaca que por 
su trabajo podrían aportar considera-
blemente en cada uno de los capítulos.

2. Convocatoria: Una vez hecha la identifi-
cación de participantes, la Secretaría 

Participación efectiva: 
mesas de trabajo para 
la retroalimentación 
y validación de los 
contenidos

La oaCnudh considera la participación efec-
tiva principio fundamental para el desarrollo 
de su metodología, por ello, los contenidos 
del ddho fueron sometidos a una serie de 
consultas amplias entre organizaciones de 
la sociedad civil, investigadores y académi-
cos, servidores públicos, diputados, jueces y 
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a Técnica dirigió invitaciones personali-
zadas mediante oficios y correos elec-
trónicos, las cuales llegaron a sus desti-
natarias con al menos dos semanas de 
anticipación. La intención fue ofrecer un 
tiempo considerable para el análisis de 
los documentos y la formulación espe-
cífica de aportaciones y comentarios. 
Aunque la convocatoria fue dirigida, 
también se realizó una invitación ex-
tensa por correo electrónico para que 
las organizaciones que no trabajaban el 
tema tuvieran la posibilidad de partici-
par en la retroalimentación de todos 
los documentos de su interés. Por otro 
lado, aunque las mesas se realizaron en 
la ciudad de Oaxaca, la convocatoria no 
se limitó a las organizaciones con sede 
en ésta: se facilitó el traslado de parti-
cipantes de las distintas regiones de la 
entidad hacia la ciudad.

3. Documentos de trabajo: Junto con la 
convocatoria, las personas participan-
tes recibieron el documento-borrador 
de cada capítulo como insumo para la 
discusión en las mesas de trabajo. La 
intención fue abrir completamente al 
escrutinio de quienes participaron los 
contenidos de cada capítulo.

4. Método para la discusión y recolección de 
observaciones: Para coordinar las discu-
siones, se nombró a una persona como 

moderadora, quien en algunas ocasio-
nes también asistió como experta en 
el tema abordado. La estructura del bo-
rrador fungió como guía para abordar 
consecuentemente las problemáticas de 
cada grupo de población. Esta definición 
evitó la dispersión de las participaciones 
y brindó certeza respecto de la incor-
poración de las observaciones, ya que 
se identificaron los párrafos específicos 
en los cuales debía incorporarse, elimi-
narse o reformularse la información. Se 
establecieron relatorías simultáneas y 
fueron grabadas todas las sesiones.

5. Cierre y vínculo posterior con las personas 
participantes: Todas las observaciones 
fueron incorporadas en una relato-
ría, a la cual se dio lectura al finalizar 
cada mesa de trabajo. En los capítulos 
que fueron retroalimentados por dos 
ocasiones, hubo oportunidad para que 
quienes hicieron aportaciones verifica-
ran la integración de sus aportaciones.

Además de ser el vehículo para retroali-
mentar, socializar y fortalecer los contenidos 
del ddho, las mesas de trabajo se perfilaron 
también como espacios entre la sociedad 
civil, la academia y las instituciones públicas, 
donde dialogaron acerca de la definición de 
sus problemas comunes y la posibilidad de 
solucionarlos.
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CONTEXTO 
GENERAL  
DEL ESTADO  
DE OAXACA

De acuerdo con el Instituto Nacional 
de Estadística, Geografía e Informática, 

(ineGi, 2012), Oaxaca tiene una población de 3 millones 801 
mil 962 habitantes, 1 millón 819 mil 008 son hombres y 1 
millón 982 mil 954 son mujeres. El grupo poblacional de entre 
14 y 65 años es el más significativo, ocupando el 60.4% del to-
tal de la población. En 2010 el porcentaje de migrantes inter-
nacionales en comparación con la población residente fue de 
1.5%, ocupando el 4° lugar a nivel nacional. La edad mediana 
en la entidad es de 24 años, aunque hay comunidades donde 
es de 40 años por la alta migración de las personas jóvenes.

Es la entidad federativa con mayor diversidad étnica y lingüís-
tica de México. En el actual territorio oaxaqueño conviven 
18 grupos étnicos de los 65 que hay en México: mixtecos, 
zapotecos, triquis, mixes, chatinos, chinantecos, huaves, ma-
zatecos, amuzgos, nahuas, zoques, chontales de Oaxaca, cui-
catecos, ixcatecos, chocholtecos, tacuates, afromestizos de la 
costa chica y en menor medida tzotziles; […y se encuentran] 
distribuidos en 2,563 localidades (Gobierno del Estado de 
Oaxaca, 2013).

En Oaxaca más del 60% de la población se reconoce 
como indígena. Asimismo, 1 millón 165 mil 186 personas ha-
blan alguna lengua indígena, lo cual representa un 34.2% de 
su población (considerando como total la de 5 años y más). 
Dentro de los hablantes de alguna lengua indígena, el 82.3% 
también habla español, mientras que el 16.2% sólo habla su 

C
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a lengua indígena. Esto convierte a Oaxaca en 
la entidad federativa con mayor cantidad de 
hablantes de alguna lengua indígena en todo 
el país. Las lenguas mayormente habladas por 
las personas oaxaqueñas son: el zapoteco 
31.1%, el mixteco 21.9%, el mazateco 14.5%, 
el mixe 9.8%, el chinanteco 9.1% y el resto de 
las lenguas indígenas 12.8% (ineGi, 2012).

En 2012 la esperanza de vida al nacer fue 
de 75 años. En 2011, se registraron un to-
tal 98 mil 888 nacimientos, de los cuáles, el 
0.5% correspondieron a mujeres menores 
de 15 años, el 16.8% a mujeres de entre 15 
y 19 años, el 71.3% a mujeres de 20 a 39 
años y el 2.3% a mujeres de 40 años y más, 
(9.1% correspondió a mujeres a quienes no 
se les identificó la edad). El 37.6% de los na-
cimientos en instituciones públicas fueron 
por cesárea y el 25.7% del total de hoga-
res en Oaxaca tienen una jefatura femenina 
(ineGi, 2012).

Oaxaca tiene 8 regiones geográficas: 
Cañada, Costa, Istmo, Mixteca, Papaloapan, 
Sierra Norte, Sierra Sur y Valles Centrales. 
Cuenta con 570 municipios y 10,496 locali-
dades. Las dos ciudades que superan los 100 
mil habitantes son: Oaxaca de Juárez, capital 
de la entidad federativa, y San Juan Bautista 
Tuxtepec. Su densidad de población es de 41 
habitantes por kilómetro cuadrado y poco 
más de la mitad de la población oaxaqueña 
vive en localidades menores a 2,500 habitan-
tes (ineGi, 2012).

Existen 934 mil 055 viviendas particulares 
habitadas, en ellas residen un promedio de 4 

personas por vivienda.5 De este universo, el 
69.5% de viviendas cuenta con agua entubada, 
el 70.8% con drenaje y el 94.3% con energía 
eléctrica. En conjunto, el 29% de las vivien-
das oaxaqueñas cuenta con los tres servicios 
(agua entubada, drenaje y energía eléctrica), 
lo cual coloca a la entidad en el lugar número 
32, es decir, en el último a nivel nacional en 
la cobertura de dichos servicios básicos. Por 
otro lado, el 75.7% de las viviendas oaxaque-
ñas disponen de una televisión, mientras que 
el 14.4% cuenta con una computadora y el 
7.8% con internet. En 2011, se otorgaron 54 
mil 983 créditos para la vivienda (ineGi, 2012).

Dentro de la población de 15 años y más, 
el 16.3% es analfabeta, ubicándose como 
número 30 a nivel nacional, sólo después de 
Guerrero y Chiapas. Dentro de este mismo 
rango poblacional (15 años y más), el 13.8% 
no cuenta con escolaridad, el 61.6% tiene 
educación básica, el 0.1% estudios técnicos 
o comerciales con primaria terminada, el 
14.2% educación media superior y el 9.9% 
educación superior. El grado promedio de 
escolaridad6 es de 6.9. Oaxaca tiene 1 mi-
llón 195 mil 400 alumnos y alumnas, y 65 mil 
320 maestros y maestras, en promedio 18.3 
alumnos por cada maestro.  Además existen 
8 mil 089 habitantes por cada biblioteca pú-
blica (ineGi, 2012).

5  Esta cifra no incluye la población sin vivienda ni el 
Servicio Exterior Mexicano.
6  Entendido este dato como los grados cursados.
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La entidad cuenta con mil 541 unidades 
médicas de consulta externa y hospitalaria 
pertenecientes a instituciones públicas y 116 
establecimientos privados de servicios de sa-
lud. Al año 2010, el 56% de la población total 
se encontraba afiliada a los servicios de salud. 
Dentro de las instituciones públicas de salud, 
el equipo médico con el que cuentan se con-
tabiliza de la siguiente manera: 235 equipos 
de rayos x (incluyendo los dentales y portá-
tiles), 141 electrocardiógrafos, 64 equipos de 
ultrasonido, 168 unidades dentales y 6 tomó-
grafos. Existe un promedio de 1.4 médicos de 
instituciones públicas por cada mil habitantes 
y 43.5 unidades médicas públicas por cada 
100 mil habitantes (ineGi, 2012).

Las principales causas de defunciones en la 
entidad son: enfermedades del corazón (ex-
cluyendo el paro cardiaco) 17.5%, diabetes 
mellitus 12%, tumores malignos 10.6%, en-
fermedades del hígado 7%, enfermedades ce-
rebrovasculares 6.3%, accidentes 5.9%, agre-
siones 3.3%, desnutrición y otras deficiencias 
nutricionales 3.3%, enfermedades pulmonares 
obstructivas crónicas 2.7%, insuficiencia renal 
2.2%, otras causas 29.3% (ineGi, 2012).

La proporción de la población de 14 años 
y más disponible para la actividad económica 
(tasa neta de participación económica) es 
de 61.6%, es decir, 2 millones 805 mil 976 
personas (el 79.7% son hombres y el 46.3% 
son mujeres), de éstas, el 96.7% se encuen-
tra ocupada en el mercado de trabajo (tasa 
de ocupación). La condición de actividad 
económica de ese 96.7% que se encuentra 

ocupado se distribuye de la siguiente manera: 
empleadores 4.1%, trabajadores por cuenta 
propia 38.7%, trabajadores subordinados y 
remunerados7 41.3% y trabajadores no re-
munerados 15.9%.

De acuerdo con datos de 2012, la mayor 
parte de la población ocupada en Oaxaca 
percibe hasta 2 salarios mínimos mensuales 
(41.8%), el 26 % no recibe ingresos, el 24.1% 
percibe más de 2 y hasta 5 salarios mínimos 
al mes, y el 4.1% recibe más de 5 salarios mí-
nimos mensualmente (ineGi, 2012).

El salario mínimo vigente general para 
Oaxaca a partir del 1 de enero de 2014 es 
de 63.77 pesos diarios (Comisión Nacional 
de Salarios Mínimos, 2014). Si cruzamos este 
dato con la percepción mensual de la pobla-
ción ocupada, tenemos que el 41.8% de esta 
población percibe aproximadamente 3 mil 
826.2 pesos al mes, mientras que el 4.1% per-
cibe 9 mil 565.5 pesos al mes o más, aproxi-
madamente.

En promedio, la población ocupada de 
Oaxaca trabaja 40.7 horas a las semana y el 
ingreso promedio por hora trabajada es de 25 
pesos. La población económicamente activa 
que se encuentra desocupada pero que está 
buscando trabajo representa el 3.3%. En 2011, 
se conocieron 505 emplazamientos a huelga 

7  Incluye asalariados y a todas aquellas personas que 
en el desempeño de su actividad reconocen depen-
der de un jefe o superior, pero sin recibir un salario 
como forma de pago, percibiendo otras modalidades 
tales como comisiones, honorarios, destajo, propinas, 
etcétera.
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a donde se vieron involucrados 41 mil 571 tra-
bajadoras y trabajadores, de dichos emplaza-
mientos 324 fueron resueltos (ineGi, 2012).

Al año 2011, la población de 18 años y más 
en Oaxaca fue de 2 millones 458 mil 646 per-
sonas, de éstas, 445 mil 740 (18.1%) fueron 
víctimas del delito. En ese mismo año, ineGi 
logró captar 546 mil 058 delitos ocurridos, 
de los cuales el 12.7% fueron denunciados y 
87.3% no fueron denunciados. Dentro de los 
delitos captados, en el 90.2% se declaró al-
gún daño: 54.1% de tipo económico, 29.7% de 
tipo emocional o psicológico y 6.4% de tipo 
físico o laboral.

En ese mismo año, 4 mil 025 personas 
fueron procesadas y mil 437 sentenciadas 
por delitos del fuero común, los delitos más 
recurrentes fueron: golpes y lesiones, robo y 
homicidio.  Asimismo, mil 754 personas fue-
ron procesadas y mil 144 sentenciadas por 
delitos del fuero federal, los delitos más recu-
rrentes fueron: actos ilícitos con armas, nar-
cóticos y delitos contra la ecología y el medio 
ambiente (ineGi, 2012).

El Producto Interno Bruto8 (pib) de Oaxaca 
ascendió a 216 mil millones de pesos en 2011, 
con lo que aportó 1.6% del pib nacional. Las 
actividades terciarias, entre las que se encuen-
tran el comercio y los servicios de hoteles y 

8  Entendido éste como la suma de los valores mo-
netarios de los bienes y servicios producidos durante 
un determinado periodo de tiempo. El PIB es un valor 
libre de duplicaciones, el cual corresponde a la suma del 
valor agregado que se genera durante un ejercicio en 
todas las actividades de la economía (ineGi, 2012, p.64).

restaurantes, aportaron 63% del pib estatal en 
2011. […Por otro lado, la entidad] recibió 6.6 
millones de dólares por concepto de inver-
sión extranjera directa (IED) en […ese mis-
mo año] (Secretaría de Economía, 2013).

En el periodo comprendido entre 1999 y 
2012, Oaxaca recibió más de 107 millones de 
dólares por inversión extranjera directa, la 
cual se distribuyó principalmente en los si-
guientes sectores de la actividad económica: 
minería 42.5%, servicios de alojamiento tem-
poral y de preparación de alimentos y bebidas 
27.8%, servicios inmobiliarios y de alquiler de 
bienes muebles e intangibles 24.5%, industria 
manufacturera 5.3% y servicios profesionales, 
científicos y técnicos 0.1% (ineGi, 2012).

En Oaxaca la tenencia de la tierra para la 
producción se divide en los siguientes tipos: 
33.3% ejidal, 40.9% comunal, 25.4% privada y 
0.3% pública. Los principales cultivos cíclicos 
son: el maíz de grano, el sorgo de grano, el to-
mate rojo, la sandía y el frijol; y los principales 
cultivos perennes son pastos, caña de azúcar 
y limón (ineGi, 2012).

En 2012, se produjeron 2 mil 100 tonela-
das de plomo, 109 mil 588 kilogramos de pla-
ta y mil 48 kilogramos de oro. Oaxaca aporta 
el 0.9% de la energía eléctrica generada a 
nivel nacional, siendo el principal productor 
de  energía eoloeléctrica del país (ineGi, 2012).

La entidad cuenta con aproximadamente 
10 automóviles por cada 100 habitantes, 
cuenta con mil 383 vehículos para transpor-
tar pasaje y tiene registradas 57 radiodifuso-
ras y 56 televisoras. Existen 64.3 suscriptores 
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de televisión restringida (incluye televisión 
por cable, vía satélite y vía microondas) por 
cada cien mil habitantes y mil 721 terminales 
satelitales instaladas para el servicio de tele-
fonía rural (ineGi, 2012).

En 2010, Oaxaca tuvo un total de 51 mil 
712 millones de pesos como ingresos estata-
les: 66.8% por aportaciones federales, 21.6% 
por participaciones federales, 7.5% por dis-
ponibilidad inicial, 1.6% por derechos y 2.6% 
por otros ingresos. Los egresos estatales 
ascendieron a la misma cantidad, 51 mil 712 
millones de pesos, erogados de la siguiente 
manera: 45.6% destinado a subsidios, transfe-
rencias y ayudas; 16.3% a obras públicas y ac-
ciones sociales; 15.8% de recursos asignados 
a municipios; 7.1% para servicios personales 
y 15% a otros egresos (adquisición de bienes 
muebles e inmuebles, deuda pública, disponi-
bilidad final, materiales y suministros, servi-
cios generales y otros egresos) (ineGi, 2012).

Oaxaca cuenta con la quinta parte de los 
municipios del país (570 de los 2 mil 457 que 
tiene México). Existen por lo menos 10 mu-
nicipios con menos de 300 personas, el más 
pequeño es Santa Magdalena Jicotlán (con 93 
personas).

Las formas de organización política si-
guen patrones tradicionales indígenas en la 
mayor parte de ellos. Existen 417 municipios 
llamados de “sistema normativo tradicional”, 
donde la población participa de manera obli-
gatoria en los distintos cargos administrati-
vos, la mayor parte de ellos sin remuneración 
alguna. Adicionalmente todos los ciudadanos 

tienen la obligación de participar en ciertos 
trabajos de beneficio colectivo, sin estipendio. 
Se conoce esto último como tequio. En las 
comunidades de alta migración estos también 
son realizados ahora por las mujeres.

El servicio o cargo y el tequio forman par-
te de la comunalidad que caracteriza la mayor 
parte de las poblaciones indígenas. De la co-
munalidad también forma parte la tierra co-
munal, la fiesta patronal y las distintas formas 
cooperación como la guelaguetza o “mano 
vuelta”, como le llaman los antropólogos.

El 60 % de la propiedad agraria en el es-
tado, pertenece a las comunidades indígenas. 
Varios conflictos agrarios en la entidad devie-
nen de la imprecisión de los límites entre ellas. 
La cosmovisión indígena, la lengua, la cultura, 
las tradiciones y las formas de organización 
política y social, tienen una fuerte presencia 
en la sociedad entera.

Desde luego existen otras formas que 
conviven con ellas no siempre de manera ar-
mónica. Un considerable número de munici-
pios (153) se rigen por el “sistema de partidos 
políticos”. Los partidos con mayor presencia 
en la entidad son el Partido Revolucionario 
Institucional (pri), el Partido de la Revolución 
Democrática (prd) y el Partido Acción Na-
cional (pan). Los conflictos electorales se dan 
tanto en este sistema como en el tradicional.

Durante la mayor parte del siglo XX y 
hasta el año 2010, el partido que ocupó la 
gubernatura fue el pri. En ese año, una coa-
lición de partidos integrada por el pan, prd, 
Partido del Trabajo (pt) y Partido Conver-
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a gencia por la Democracia obtuvo el triunfo 
en las elecciones para gobernador, dándose 
con ello una alternancia en el estado. En 
este mismo periodo electoral, el pri perdió 
también la mayor parte de los escaños en el 
poder legislativo.

Para la alternancia influyó sin duda el 
deterioro que se vivió con anterioridad, su 
comportamiento más evidente se dio con las 
acciones suscitadas el 14 de junio de 2006, 
que años después y tras una serie de inves-
tigaciones, tanto la Comisión Nacional de 
Derechos Humanos como la Suprema Corte 

de Justicia de la Nación catalogarían como 
violaciones graves a los derechos humanos. 
Dicha coyuntura alteró abruptamente la vida 
económica, social y política en la entidad.

En 2011, a iniciativa del poder ejecutivo se 
llevó a cabo una reforma constitucional, en 
esencia, cinco fueron sus ámbitos: una nueva 
relación entre el poder ejecutivo y el poder 
legislativo; el fortalecimiento del poder judi-
cial; la autonomía de los órganos del estado; 
la instauración de mecanismos de democra-
cia directa y una nueva gestión pública con 
orientación social.

28
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DERECHOS  
DE LAS PERSONAS 
DEFENSORAS  
DE LOS DERECHOS 
HUMANOS

INTRODUCCIÓN

El presente documento forma parte del 
Diagnóstico de derechos humanos de 

Oaxaca y su objetivo es reflejar la situación que viven las per-
sonas defensoras de los derechos humanos en la entidad.

La profundidad en los temas y las problemáticas abordadas 
dependió en gran medida de la información y los datos dis-
ponibles a nivel local, por tanto, los derechos aquí expuestos 
no son limitativos, más bien, pretenden mostrar una parte de 
la realidad que se vive en Oaxaca respecto a este sector de 
población.

1 MARCO CONCEPTUAL

Para establecer una base común de com-
prensión sobre la situación que viven las per-
sonas defensoras de derechos humanos en 
Oaxaca es importante tener claridad en dos 

cuestiones: la primera es, qué significa el derecho a defender 
los derechos humanos y, la segunda, quiénes son las personas 
defensoras de los derechos humanos.

d
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a La Declaración sobre el derecho y el deber 
de los individuos, los grupos y las institucio-
nes de promover y proteger los derechos 
humanos y las libertades fundamentales 
universalmente reconocidos [la Declara-
ción], es un instrumento internacional para 
la protección del derecho a defender los 
derechos humanos [en ella se reafirman] 
los derechos que son fundamentales para 
la defensa de los derechos humanos, entre 
ellos, la libertad de asociación, de reunión 
pacífica, de opinión y de expresión y el de-
recho a tener acceso a información, a pres-
tar asistencia letrada y desarrollar y debatir 
nuevas ideas en materia de derechos huma-
nos (oaCnudh, 2011, p. 13).

Adoptar e implementar la Declaración es 
un aspecto clave de la labor de los Estados 
para que las personas defensoras de dere-
chos humanos puedan desarrollar su labor 
adecuadamente.

Ahora bien, las personas defensoras de los 
derechos humanos son aquellas que, indivi-
dual y/o colectivamente, promueven y procu-
ran el ejercicio y la protección de los dere-
chos, en los niveles local, nacional e interna-
cional. “Lo que caracteriza a una defensora o 
defensor no es su formación profesional, su 
condición o sus aptitudes, sino las actividades 
que realiza” (oaCnudh, 2009, p. 9).

En ese sentido, cualquier persona pue-
de ser defensora de los derechos humanos 
sin importar su edad, nacionalidad, sexo o 
cualquier otra condición personal; si las ac-

tividades que realiza son voluntarias o remu-
neradas; o si colabora en organizaciones de 
la sociedad civil, en la iniciativa privada o en 
instituciones gubernamentales.

El denominador que distingue a las per-
sonas defensoras es su actividad pacífica y 
su reconocimiento a la universalidad de los 
derechos humanos, es decir, la adscripción a 
lo establecido en las normas internacionales.

[Su labor] consiste en reunir y difundir in-
formación, llevar a cabo una actividad de 
promoción y movilizar a la opinión pública. 
(…) también pueden proporcionar infor-
mación para potenciar o capacitar a otras 
personas. Participan activamente en la faci-
litación de los medios materiales necesarios 
para hacer realidad los derechos humanos 
–construyendo viviendas, suministrando 
alimentos, reforzando el desarrollo, etc. Se 
esfuerzan en conseguir una transformación 
democrática que suponga una mayor parti-
cipación de la población en la adopción de 
las decisiones que conforman sus vidas y una 
mejor gestión de los asuntos públicos. Tam-
bién contribuyen a mejorar las condiciones 
sociales, políticas y económicas, a reducir las 
tensiones sociales y políticas, a consolidar la 
paz a nivel nacional e internacional y a pro-
mover la toma de conciencia con respecto a 
los derechos humanos en el plano nacional 
e internacional (oaCnudh, s/f, p.7).

A pesar de que los derechos de las per-
sonas defensoras se encuentran estableci-
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dos en la Declaración, varias de ellas son 
sujetas de agresiones por las actividades 
que realizan.

Han sido objeto de ejecuciones, tortura, 
palizas, detención y prisión arbitrarias, 
amenazas (…) hostigamiento y calumnia. 
(…) han limitado sus libertades de circu-
lación, expresión, asociación y reunión [ y] 
han sido víctimas de falsas acusaciones (…) 
procesos y condenas injustas (oaCnudh, s/f, 
p. 12).

En ese contexto, de acuerdo con la Rela-
tora especial sobre la situación de los defen-
sores de los derechos humanos:

las defensoras corren mayor riesgo de 
ser víctimas de ciertos tipos de violencia 
y otras violaciones, prejuicios y formas de 
exclusión y rechazo que sus colegas varo-
nes. Ello suele deberse a que se considera 
que las defensoras cuestionan las normas 
socioculturales, tradiciones, percepciones 
y estereotipos aceptados acerca de la fe-
mineidad, la orientación sexual y el papel 
y la condición de la mujer en la sociedad. 
A menudo se entiende que su labor cues-
tiona el concepto tradicional de la familia, 
que puede servir para refrendar y perpe-
tuar formas de violencia y opresión contra 
la mujer. En algunos contextos, ello puede 
provocar la hostilidad o la falta de apoyo 
de la población en general, así como de las 
autoridades (onu, 2010, párr. 23).

En ese sentido, resulta fundamental que 
los Estados implementen acciones que favo-
rezcan la aplicación de la Declaración y, sobre 
todo, prevengan y atiendan las agresiones en 
contra de las defensoras y defensores que se 
susciten en sus demarcaciones.

2 MARCO 
NORMATIVO

2.1 Marco 
normativo 
internacional

La Declaración es la norma internacional 
que define a la persona defensora y establece 
lo que implica el derecho a defender los de-
rechos humanos. Asimismo, plantea las obli-
gaciones que tienen los Estados para cumplir 
con el ejercicio de ese derecho, como son: 
adoptar medidas legislativas, administrativas 
y de cualquier otra índole. Norma que fue 
aprobada en 1998 por la Asamblea Gene-
ral de las Naciones Unidas, en la resolución 
53/144; su naturaleza es no vinculante y reto-
ma principios y obligaciones de otros instru-
mentos internacionales.

Los derechos implicados en la Declaración 
son: derecho a ser protegido; derecho a la li-
bertad de reunión; derecho a la libertad de 
asociación; derecho a acceder y a comunicar-
se con organismos internacionales: derecho 
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a a la libertad de opinión y expresión; derecho 
a la protesta; derecho a debatir y desarrollar 
nuevas ideas en materia de derechos huma-
nos, derecho a un recurso efectivo; y derecho 
a acceder a recursos, entre otros9.

En 2000, el secretario general de las Or-
ganización de las Naciones Unidas (onu), a 
petición de la entonces Comisión de Dere-
chos Humanos, instauró a la relatora especial 
sobre la situación de las personas defensoras 
de derechos humanos, con la intención de 
vigilar el cumplimiento de la Declaración. Las 
relatorías, también llamadas procedimientos 
especiales, las conforman personas expertas 
independientes, es decir, no forman parte del 
personal de la onu y no son remuneradas; las 
nombra el Consejo de Derechos Humanos 
(antes Comisión de Derechos Humanos) y 
pueden estar integradas por una persona (re-
presentante especial o relator/a) o un grupo 
de trabajo. Las relatorías de la onu analizan 
aspectos de derechos humanos desde una 
perspectiva temática o geográfica y para el 
caso específico de las personas defensoras, la 
Relatoría Especial tiene el siguiente mandato:

9  Para conocer a profundidad los derechos implicados 
en la Declaración se puede consultar el documento: 
“Comentario a la Declaración sobre el derecho y el 
deber de los individuos, los grupos y las instituciones 
de promover y proteger los derechos humanos y las 
libertades fundamentales universalmente reconocidos”, 
en http://hchr.org.mx/files/doctos/Libros/2012/CO-
MENTARIO%20-%20FINAL_MX_web.pdf, consultado 
el 26 de noviembre de 2013.

l	Recabar, recibir, examinar información, 
así como responder a la misma, sobre la 
situación de los defensores de los dere-
chos humanos;

l	Establecer una cooperación y entablar 
un diálogo con los gobiernos y otros 
agentes interesados en la promoción y 
aplicación efectiva de la Declaración;

l	Recomendar estrategias eficaces para 
proteger mejor a los defensores de los 
derechos humanos y dar seguimiento al 
cumplimiento de esas recomendaciones;

l	Integrar una perspectiva de género 
en toda la labor relativa a su mandato 
(oaCnudh, 2013).

Por tanto, la actual relatora especial de las 
personas defensoras de derechos humanos, 
Margaret Sekaggya (nombrada por el Conse-
jo de Derechos Humanos en 2008) desempe-
ña las siguientes actividades para cumplir con 
su mandato:

l	Presentar informes anuales al Consejo 
de Derechos Humanos y la Asamblea 
General de la onu (en algunos casos).

l	Realizar visitas a los Estados para cono-
cer la situación de las personas defen-
soras de los derechos humanos y hacer 
recomendaciones.

l	Recibir comunicaciones individuales 
sobre posibles casos de violaciones a 
los derechos humanos y atender casos 
específicos que sean de preocupación 
para los gobiernos.
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l	Realizar actividades de sensibilización y 
visibilidad de la temática como: comuni-
cados de prensa, conferencias, declara-
ciones públicas, entre otras.

2.2 Marco normativo regional

En el sistema interamericano de protección 
a los derechos humanos no existe un instru-
mento específico que reconozca el derecho a 
defender los derechos humanos. Sin embar-
go, la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos (Cidh) ha adoptado plenamente la 
Declaración e impulsa su cumplimiento. En 
junio de 1990, dicho órgano instó a los Esta-
dos miembro de la Organización de Estados 
Americanos (oea), a otorgar:

las garantías y facilidades necesarias a las 
organizaciones no gubernamentales de de-
rechos humanos a fin de que puedan con-
tinuar contribuyendo a la promoción y de-
fensa de los derechos humanos y respeten 
la libertad e integridad de los miembros de 
tales organizaciones (Cidh, 1990, número 4).

De acuerdo con el artículo 106 de la Carta 
de la Organización de los Estados Americanos 
(oea), la Cidh tiene la función de “promover la 
observancia y la defensa de los derechos hu-
manos y (…) servir como órgano consultivo 
de la Organización [refiriéndose a la oea] en 
esta materia”.

Para cumplir con el mandato que se le 
ha encomendado, la Cidh tiene a su cargo 

diversas actividades, mismas que son parte 
del sistema de protección de los derechos 
humanos en el nivel regional. Entre ellas se 
encuentran las siguientes:

l	Recibir, examinar e investigar solicitudes 
individuales en las cuales se sostenga 
que algún Estado integrante de la oea ha 
violado derechos humanos, sin impor-
tar si éste ha ratificado la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos 
(Convención) o no.

l	Monitorear la situación sobre el cum-
plimiento de los derechos humanos 
en los Estados miembros de la oea y 
elaborar informes especiales sobre 
contextos específicos cuando lo con-
sidere adecuado.

l	Realizar “visitas in loco a los países para 
analizar [a] profundidad (…) la situación 
general y/o para investigar una situación 
específica. En general, estas visitas dan 
lugar a la preparación de un informe 
sobre la situación de los derechos hu-
manos que sea observada, el cual es 
publicado y presentado ante el Consejo 
Permanente y la Asamblea General de la 
oea” (Cidh, 2013).

l	Con la finalidad de promover la con-
ciencia pública sobre los derechos 
humanos en la región, la Cidh pública 
informes temáticos. Por ejemplo, en 
2012, se presentó el Segundo informe 
de la situación de las defensoras y de-
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a fensoras de derechos humanos en las 
Américas.10

l	Divulgar las actividades que realiza la 
Cidh y los trabajos del sistema intera-
mericano de protección con los gobier-
nos, las instituciones académicas y la 
sociedad civil.

l	Solicitar a los Estados miembros que 
adopten medidas cautelares, de confor-
midad con lo dispuesto en el artículo 
25 [del Reglamento de la Cidh], para 
prevenir daños irreparables a las perso-
nas o al objeto de una petición ante la 
Cidh en casos graves y urgentes. Asimis-
mo, de conformidad con lo dispuesto 
en el artículo 63.2 de la Convención 
Americana, puede solicitar que la Cor-
te Interamericana disponga la adopción 
de “medidas provisionales” en casos de 
extrema gravedad y urgencia para evitar 
daños irreparables a las personas, aun-
que el caso aún no haya sido presentado 
ante la Corte. Las medidas cautelares se 
otorgan de acuerdo con la “gravedad”, 
la “urgencia”, y la certeza de que se 
procure “evitar daños irreparables a las 
personas”. Los hechos que motivan una 
solicitud de medidas de protección no 
requieren estar plenamente probados, 
pero sí requiere un mínimo de detalle 
e información que permitan apreciar 
una situación de gravedad y urgencia. Es 

10  El informe puede consultarse en: http://www.oas.
org/es/cidh/informes/tematicos.asp

importante señalar que las medidas cau-
telares tienen un carácter obligatorio 
para el Estado al que se le dicten, quien 
garantizará los derechos y adoptará 
medidas para hacer efectivo el cumpli-
miento de las obligaciones contraídas 
en virtud de la Convención Americana y 
la Carta de la oea. Tanto la Cidh, como la 
CoIDH establecen que esas disposicio-
nes tienen un deber especial de protec-
ción de los beneficiarios de las medidas, 
mientras se encuentren vigentes, y sin 
cumplimiento puede generar la respon-
sabilidad del Estado (Cidh, 2013).

l	Exponer casos, comparece y solicita 
opiniones consultivas ante la Corte In-
teramericana de Derechos Humanos.

La Cidh también extiende comunicados de 
prensa para presentar, ante la opinión pública, 
situaciones en las que los derechos humanos 
se encuentran en grave riesgo y requieren 
atención inmediata por parte de los Estados. 
La intención es dar visibilidad y pronta res-
puesta a situaciones graves. Un ejemplo de 
esas funciones fueron los boletines extendi-
dos por la Cidh en 2012 (2012 núm. 54/12) 
para condenar las amenazas en contra del 
sacerdote Alejandro Solalinde y en 2006 por 
los hechos violentos suscitados en Oaxaca de 
ese mismo año (2007 núm. 45/07).

Durante el 141º período de sesiones ce-
lebrado en marzo de 2011, la Cidh decidió 
crear una Relatoría sobre la situación de 
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las defensoras y los defensores de dere-
chos humanos, en consideración de las de-
nuncias recibidas y en busca de dar mayor 
visibilidad a la importancia del rol de las 
defensoras y los defensores, así como de 
los operadores de justicia, en la construc-
ción de una sociedad democrática en la que 
tenga plena vigencia el Estado de derecho 
(Cidh, 2013).

Las atribuciones de ese mecanismo han 
sido semejantes a la Relatoría de la onu, pues 
recibe y analiza las comunicaciones, denuncias, 
acciones urgentes y comunicados de prensa 
que las organizaciones de derechos humanos 
envían a la Secretaría Ejecutiva de la Cidh. 
Asesora frente a las peticiones individuales y 
solicitudes de medidas cautelares relaciona-
das con defensoras y defensores; promueve la 
realización de audiencias relacionadas a esta 
temática; y publica los hechos que afectan la 
plena vigencia de los derechos de defensoras 
y defensores en la región (Cidh, 2006).

Desde la Relatoría (antes Unidad de de-
fensoras y defensores de derechos humanos) 
se han producido dos informes sobre la si-
tuación de las defensoras y defensores de los 
derechos humanos en las Américas (2006 y 
2011).11

11  Los informes puede ser consultados en: http://www.
oas.org/es/cidh/informes/tematicos.asp

2.3 Marco normativo nacional

El artículo 1 de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos (Cpeum) esta-
blece que:

Todas las personas gozarán de los dere-
chos humanos reconocidos en [ella] y en 
los tratados internacionales de los que el 
Estado Mexicano sea parte, así como de las 
garantías para su protección, cuyo ejercicio 
no podrá restringirse ni suspenderse, salvo 
en los casos y bajo las condiciones que [la] 
Constitución establece. Las normas relati-
vas a los derechos humanos se interpreta-
rán de conformidad con [la] Constitución 
y con los tratados internacionales de la 
materia favoreciendo en todo tiempo a las 
personas la protección más amplia.

En ese sentido, las personas defensoras de 
los derechos humanos sí se encuentran pro-
tegidas con los preceptos constitucionales 
mexicanos.

El 25 de junio de 2012 se publicó la Ley 
para la protección de personas defensoras de 
derechos humanos y periodistas con el obje-
tivo de:

establecer la cooperación entre la Fede-
ración y las Entidades Federativas para 
implementar y operar las Medidas de Pre-
vención, Medidas Preventivas y Medidas 
Urgentes de Protección que garanticen la 
vida, integridad, libertad y seguridad de las 
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a personas que se encuentren en situación 
de riesgo como consecuencia de la defensa 
o promoción de los derechos humanos, y 
del ejercicio de la libertad de expresión y 
el periodismo (artículo 1).

A partir de dicha ley, en ese mismo año, 
2012, se estableció el Mecanismo de pro-
tección para personas defensoras de dere-
chos humanos y periodistas (Mecanismo), 
el cual retoma elementos de la Declaración 
para definir a las personas defensoras de 
derechos humanos y establece una serie 
de acciones tanto para prevenir agresiones 
contra defensores y periodistas, como para 
protegerlos en caso de emergencia o ame-
nazas. Asimismo, establece un fondo para 
atender las medidas preventivas, de pro-
tección y urgentes que se presenten y sean 
solicitadas al Mecanismo.

Está conformado por tres órganos: una 
Junta de Gobierno –instancia máxima de de-
cisión–, un Consejo Consultivo –conformado 
por nueve miembros de la sociedad civil– y 
una Coordinación Ejecutiva Nacional –que 
opera desde la Secretaría de Gobernación.

Por otra parte, la Comisión Nacional de 
Derechos Humanos (Cndh) está mandata-
da para atender a víctimas de violación al 
derecho a defender los derechos humanos 
y generar programas de sensibilización que 
muestren a la sociedad la valiosa labor que 
las personas defensoras realizan. Asimismo, 
como una contribución a dicho mandato, 
en 2011 la Cndh realizó un Informe especial 

sobre la situación de las y los defensores de 
derechos humanos en México.12

De acuerdo con su Ley y Reglamento In-
terno, la Cndh también tiene la facultad de 
extender medidas cautelares a petición de 
parte o de oficio, ante la inminente amena-
za a la seguridad y/o integridad física de una 
persona defensora de derechos humanos y, 
a partir de octubre de 2010, se basa en los 
criterios que ella misma estableció en la Guía 
para implementar medidas cautelares en be-
neficio de defensores de los derechos huma-
nos en México.

Dicha guía fundamenta que, al formular 
una solicitud de medidas cautelares, ésta se 
acompaña de una propuesta de medidas es-
pecíficas de protección, a fin de que las au-
toridades responsables brinden óptima pro-
tección y tomen en cuenta las especificidades 
del caso. Establece que las medidas deben ser 
acordadas con la persona beneficiaria, y tomar 
en consideración los elementos esenciales 
para su implementación, los cuales incluyen 
elementos de temporalidad, fuerzas policiales, 
telecomunicaciones, atención médica y psico-
lógica, preservación de datos y seguimiento.

Las medidas que otorga tienen una vigen-
cia de 30 días, mismas que pueden ser prorro-
gadas por el tiempo que sea necesario, siem-

12  El Informe sobre la situación de las y los defenso-
res de derechos humanos en México de la cndh puede 
consultarse en la siguiente dirección: http://www.cnhd.
org.mx/sites/all/fuentes/documentos/informes/especia-
les/2011_julio_defensores.pdf
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pre y cuando se manifiesten los motivos que 
dieron lugar al mismo. La extensión del plazo 
para sostenerlas, así como su retiro, se evalúa 
en conjunto con la persona beneficiaria.

2.4 Marco normativo local

La Constitución Política del Estado de Oaxa-
ca (Cpeo) establece que:

Todo individuo gozará de las garantías y li-
bertades establecidas en la Constitución y 
las leyes federales, los tratados internacio-
nales, esta Constitución y las leyes que de 
ella emanen, sin distinción alguna de su ori-
gen, raza, color, sexo, idioma, religión, opi-
nión política, condición o actividad social. 
Las autoridades del Estado, en su respectiva 
esfera de atribuciones, tienen el deber de 
garantizar las condiciones necesarias para 
que los individuos gocen de los derechos 
que establece esta Constitución; así como 
de proteger los que se reserve el pueblo de 
Oaxaca mediante el juicio de protección de 
derechos humanos. La violación de los mis-
mos implicará la sanción correspondiente y, 
en su caso, la reparación del daño, en térmi-
nos de ley (artículo 4).

Este reconocimiento vincula el derecho 
local con el internacional y, por tanto, con la 
Declaración. Sin embargo, para que la aplica-
ción de este instrumento se dé adecuada-
mente, es necesaria una efectiva armoniza-
ción con la normatividad secundaria local.

En julio de 2012, el Gobierno de Estado de 
Oaxaca firmó el Convenio de cooperación 
con la Junta de Gobierno del Mecanismo de 
protección para personas defensoras de de-
rechos humanos y periodistas en el marco de 
la Ley para la protección de personas de de-
fensoras de derechos humanos y periodistas.

El objeto de dicho convenio fue establecer 
las bases de cooperación (…) para imple-
mentar y operar Medidas de Prevención, 
Medidas Preventivas; Medidas de Protec-
ción y Medidas Urgentes de Protección 
que garanticen la vida, integridad, libertad 
y seguridad de las personas defensoras de 
derechos humanos y de los periodistas 
(Cláusula Primera).

En ese marco, el Gobierno de Oaxaca se 
comprometió, entre otras cosas, a:

l	Ejecutar las medidas urgentes de pro-
tección que les sean solicitadas.

l	Cumplir con las medidas preventivas y 
las medidas de protección, que se emi-
tan en favor de los beneficiarios que se 
encuentren en su entidad federativa.

l	Realizar el seguimiento puntual de las 
medidas de prevención, medidas pre-
ventivas; medidas de protección y medi-
das urgentes de protección implemen-
tadas en su entidad federativa.

l	Participar, previo consentimiento del 
beneficiario e invitación de la Junta de 
Gobierno, en las sesiones que se discu-
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a tan casos relacionados con su entidad 
federativa.

l	“Implementar, en su caso, los protocolos, 
manuales y, en general, los instrumentos 
que contengan las mejores prácticas dis-
ponibles para el cumplimiento del obje-
to (…) del Convenio” (cláusula tercera).

l	Investigar y sancionar las agresiones de 
las que sean objeto las personas defen-
soras de derechos humanos y periodis-
tas.

l	Recopilar y analizar toda la información 
necesaria para evitar agresiones poten-
ciales a personas defensoras de dere-
chos humanos y periodistas.

l	Desarrollar e implementar medidas de 
prevención para el diseño de sistemas 
de alerta temprana y planes de contin-
gencia con la finalidad de evitar poten-
ciales agresiones.

l	Promover las reformas y adiciones ne-
cesarias en la legislación para mejorar la 
situación de las personas defensoras de 
los derechos humanos y periodistas.

l	Promover el reconocimiento público y 
social de la labor de las personas defenso-
ras de derechos humanos y periodistas.

l	Promover el estudio, análisis, investiga-
ción y desarrollo de estrategias, accio-
nes, sistemas y metodologías que incor-
poren las mejores prácticas de preven-
ción y protección (cláusula cuarta).

Por otro lado, de acuerdo con el artículo 
13, fracción VI de la Ley de la Defensoría de 

Derechos Humanos del Pueblo de Oaxaca, 
dicho órgano tiene la atribución de:

Establecer mecanismos de alerta temprana, 
para la atención de casos graves y de impo-
sible reparación, cuando tenga conocimien-
to de presuntas violaciones al derecho a la 
integridad física y psíquica de periodistas, 
defensores de derechos humanos, migran-
tes, pueblos indígenas, mujeres, personas 
con discapacidad, niñas, niños, adolescentes 
o cualquier persona que se encuentre en 
alto grado de riesgo y vulnerabilidad.

Asimismo, se encuentra facultado para la 
adopción de medidas cautelares ante la inmi-
nente amenaza de violaciones a los derechos 
humanos de personas y/o grupos de perso-
nas (artículo 66).

La solicitud de medidas cautelares que 
formuló la Defensoría de Derechos Huma-
nos del Pueblo de Oaxaca (ddhpo) deberá 
incluir las acciones específicas de protección 
que las autoridades responsables deben reali-
zar. En ese sentido, es obligación de la ddhpo 
insistir a las instituciones públicas en la im-
plementación de tales acciones, sin embargo, 
no está posibilitada para asumir las facultades 
u obligaciones de las diversas instancias de 
gobierno, por lo que sólo genera criterios 
orientadores para la eficaz protección de las 
personas.

De acuerdo con ese mismo órgano, el 
riesgo de violación a los derechos humanos 
de las personas defensoras y periodistas 
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incrementa por las labores que realizan, de 
ese modo, ante el conocimiento de un hecho 
que pudiese afectar su integridad, las medidas 
cautelares las emiten de oficio.

En enero de 2011 se instauró, dentro de la 
administración pública local, la Coordinación 
para la Atención de los Derechos Humanos 
del Gobierno del Estado de Oaxaca (Cadh). 
Dicha instancia tiene, dentro de otras funcio-
nes, la de acompañar y atender situaciones en 
las cuales las personas defensoras de dere-
chos humanos se encuentren en riesgo.

En marzo de ese mismo año, se estableció 
la Fiscalía para la Investigación de Delitos de 
Trascendencia Social (fidts) adscrita a la Procu-
raduría General de Justicia de Oaxaca, la cual:

está investida con la potestad funcional de 
agente del Ministerio Público [y] se encarga 
(…) de conocer (…) las investigaciones, in-
tegrar averiguaciones previas y/o legajos de 
investigación, según corresponda, ejercitar 
la acción penal correspondiente, e interve-
nir durante la secuela del proceso (Gobier-
no del Estado de Oaxaca, 2013).

Todo relacionado con delitos de alto im-
pacto social. En ese sentido, tiene dentro de 
sus finalidades esclarecer agresiones dirigidas 
a personas defensoras de derechos humanos. 
De acuerdo con su decreto de creación, la 
fidts responde:

a la demanda social de mejorar el acceso 
de las víctimas de delitos a la justicia y a un 

trato justo, a la reparación y a la asisten-
cia, y esclarece la presunta responsabilidad 
penal de quienes cometieron o dieron las 
órdenes para ejecutar crímenes que cons-
tituyeron graves violaciones a los derechos 
humanos, hechos acontecidos reciente-
mente o en tiempos relativamente pretéri-
tos y que por las circunstancias en las que 
se cometieron causaron conmoción en la 
sociedad oaxaqueña (Gobierno del Estado 
de Oaxaca, 2011).

3 SITUACIÓN 
DE LAS 
PERSONAS 
DEFENSORAS 
DE LOS 

DERECHOS HUMANOS 
EN OAXACA

3.1 Antecedentes

Conflicto 2006 y 2007. Los hechos ocurridos 
en Oaxaca entre el 2 de junio de 2006 y el 
31 diciembre de 2007 son antecedentes fun-
damentales para comprender la problemática 
social y de derechos humanos que se vive hoy 
día en la entidad . Si bien existen numerosos 
informes sobre ese periodo, dos de ellos son 
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a los principales: el elaborado por la Cndh in-
titulado “Informe Especial sobre los Hechos 
Sucedidos en la Ciudad de Oaxaca del 2 de 
junio de 2006 al 31 de enero de 2007”, y el 
elaborado por la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación (sCJn) intitulado “Investigación 
de posibles violaciones graves a los derechos 
humanos ‘Caso Oaxaca’”.

En su informe, la Cndh (2008) concluyó 
que:“el estado de Oaxaca [presentaba] gran-
des rezagos en materia social, económica y 
política, que no [habían] sido atendidos opor-
tunamente por parte de los tres órdenes de 
gobierno, conforme a su esfera de competen-
cias” (p. 21).

También señala que las autoridades locales 
manifestaron una incapacidad para el diálogo 
y la negociación que: “generó y desarrolló 
un conflicto en el que participaron, además 
de los integrantes del magisterio de Oaxaca, 
diferentes asociaciones y grupos que confor-
maron la Asamblea Popular de los Pueblos de 
Oaxaca” (p. 21).

Además, las autoridades federales mostra-
ron desinterés en conducir el conflicto por 
una vía pacífica.

La Cndh acreditó que autoridades federa-
les, estatales y municipales, en el desarrollo 
de sus actividades o con motivo de éstas, vio-
laron derechos humanos, además de que, por 
omisión, también en los siguientes rubros: 
garantía del derecho a la libertad, concretán-
dose en violaciones a las libertades de asocia-
ción, a la personal, a la de expresión, al acceso 
a la información, detenciones arbitrarias y 

retenciones ilegales; garantías del derecho a 
la propiedad y a la posesión, del derecho a la 
integridad y seguridad personal, del derecho 
a la legalidad y a la seguridad jurídica (dilacio-
nes en la procuración de justicia y adminis-
trativa en los procedimientos jurisdiccionales, 
irregular integración de averiguación previa e 
incomunicación), así como actos y faltas por 
el ejercicio indebido de la función pública 
reflejado en una insuficiente protección a las 
personas y violaciones al derecho a la vida. En 
este sentido, la Cndh afirma:

Las amenazas, persecución, agresiones fí-
sicas y actos de intimidación que durante 
el conflicto sufrieron miembros de las dis-
tintas organizaciones no gubernamentales 
defensoras de derechos humanos, así como 
los constantes actos para difamar y denos-
tar su labor y las convocatorias públicas 
que se realizaron por la “Radio Ciudadana” 
para tomar e incendiar sus instalaciones 
en la ciudad de Oaxaca, son conductas 
tendientes a impedir, limitar o amedrentar 
la importante función que en pro de los 
derechos humanos realizan dichas orga-
nizaciones, por lo que los tres órdenes de 
gobierno están obligados a garantizar una 
adecuada investigación de tales actos. La 
Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos ha considerado que el peligro en 
que se encuentra un defensor puede provo-
car en él un efecto amedrentador y, como 
consecuencia de ello, puede cesar alguna o 
todas sus actividades. Cuando esto sucede 
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no sólo quedan desprotegidos los derechos 
del defensor, sino que además grupos de la 
comunidad y en algunos casos comunidades 
enteras quedan sin representación y, por 
tanto, sin protección de sus derechos. Esta 
Comisión Nacional reitera a los gobiernos 
federal, estatal y municipales la responsa-
bilidad que tienen de vigilar y promover el 
respeto a las garantías contempladas en la 
Declaración sobre el derecho y el deber de 
los individuos, los grupos y las institucio-
nes de promover y proteger los derechos 
humanos y las libertades fundamentales 
universalmente reconocidos de la Organi-
zación de la Naciones Unidas (p. 25).

El Informe también concluyó que las au-
toridades usaron la fuerza pública sin haber 
agotado el diálogo u otros recursos disuasi-
vos antes.

Por otra parte, la sCJn haciendo uso de su 
facultad de investigación elaboró primero un 
documento de 39 tomos y, a partir de él, el 
ministro Mariano Azuela Güitrón construyó 
un proyecto de resolución, mismo que fue 
discutido por el pleno los días 13 y 14 de oc-
tubre de 2009. Las conclusiones del ministro 
fueron que

se incurrió (…) en actos que además de 
denotar falta de eficiencia y profesionalis-
mo de los cuerpos policíacos, provocaron 
la violación de diversas garantías, pues 
varias personas fueron objeto de tratos 
crueles e inhumanos durante su detención 

y traslado a los penales correspondientes, 
sin que la autoridad contara con registros 
que informaran la manera en la que pro-
cedieron durante tales traslados, lo cual 
resultaba indispensable, dado el estado de 
vulnerabilidad en que se encontraban los 
detenidos (sCJn, s/f, p. 10).

El pleno de la sCJn coincidió en que la 
investigación fue suficiente para pronunciar-
se sobre los hechos investigados, los cuales 
constituyeron violaciones graves a la garantía 
de libertad de trabajo, los derechos a la vida, 
de acceso a la justicia, a la integridad personal, 
al libre tránsito, a la educación, a la libertad de 
pensamiento y expresión, a la paz y al acceso 
a la información.

Asimismo, la sCJn admitió que las autori-
dades locales responsables de los hechos 
fueron: el gobernador del estado de Oaxaca, 
“cuya participación es lisa y llana, sin ate-
nuantes; el Director General de Seguridad 
Pública del Estado; el Director de la Policía 
Ministerial; el Director de la Policía Auxiliar, 
Bancaria, Industrial y Comercial y, siete man-
dos operativos” (sCJn, s/f, p. 40). También se 
incluyó a algunas autoridades federales como 
responsables.

Los casos antes mencionados se encuen-
tran en proceso ante la fidts.

La siguiente gráfica muestra las violaciones 
ocurridas entre 2006 y 2007 en Oaxaca, y que 
recogieron diversas instancias (ver gráfica 1).

Participación ciudadana que posibilitó la 
alternancia partidista. En 2010, durante el 
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proceso electoral para elegir gobernador, 
la ciudadanía votó mayoritariamente por la 
coalición “Unido por la paz y el progreso” 
conformada por el Partido de la Revolución 
Demcrática (prd), el Partido del Trabajo (pt) 
y Convergencia, que era opositora al Parti-
do Revolucionario Institucional (pri), y su 
decisión fue respetada. Dicha coalición enca-
bezada por Gabino Cué Monteagudo en su 
momento representó una alternativa ante 
los hechos que se habían suscitado reciente-
mente en la entidad y abrió la posibilidad de 
construir diferentes canales de comunicación 
entre ciudadanía y gobierno.

“Al inicio de su administración, el nuevo 
gobierno declaró tener un fuerte compromi-
so para llevar a cabo reformas que tendrían 

un impacto sobre el respeto, la protección 
y la garantía de los derechos humanos de la 
población y de las personas defensoras de 
estos derechos” (pbi, 2012, p. 1). Sin embargo, 
organizaciones como la Red Todos los De-
rechos para Todas y Todos y Brigadas de Paz 
Internacional han señalado que las agresiones 
y crímenes del pasado siguen impunes y en 
aumento.

En 2011, por iniciativa del poder ejecutivo 
local se llevó a cabo una reforma constitucio-
nal en el estado, en esencia fueron cinco sus 
ámbitos: nueva relación entre poderes ejecu-
tivo y legislativo; fortalecimiento del poder 
judicial; autonomía de los órganos del estado; 
instauración de mecanismos de democra-
cia directa y una nueva gestión pública con 

 Gráfica 1. Violaciones a los derechos humanos en Oaxcaca ocurridas en 2006 y 2007

Nota: elaboración propia, con datos de Garretón (2007).
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orientación social. Dicha reforma antecedió a 
la de derechos humanos en el nivel nacional, 
por lo que en este momento es necesaria su 
revisión y actualización.

3.2 Causas estructurales  
que obstaculizan la defensa  
de los derechos humanos

Se identifican ocho factores que obstaculizan 
el ejercicio pleno del derecho a defender 
derechos humanos en Oaxaca: la pobreza; la 
cultura patriarcal, autoritaria y de cacicazgo; 
la discriminación y marginación; la migración; 
la impunidad; el desarmonizado marco legal; 
la violencia generada por el crimen organi-
zado y la falta de una efectiva participación 
ciudadana.

Pobreza. En el nivel local, la pobreza es 
causa estructural de la mayoría de sus pro-
blemáticas, de acuerdo con cifras del Consejo 
Nacional de Evaluación (Coneval, 2012).

en 2010, del total de la población que 
habitaba en el estado, 67.4 por ciento se 
encontraba en situación de pobreza con 
un promedio de carencias de 3.2, lo cual 
representó 2,566,157 personas de un total 
de 3,807,784. Asimismo, 29.8 por ciento se 
encontraba en situación de pobreza extre-
ma con un promedio de carencias de 4.0, o 
sea 1,135,230 personas (p. 11).

La pobreza de la población es detonante 
para la migración de miles de personas oa-

xaqueñas a otros estados de la República o 
al extranjero y es motor de violencia y co-
rrupción. Quienes en su mayoría sufren la 
pobreza en el estado son las mujeres, sobre 
todo las indígenas.

De acuerdo con el Coneval, los municipios 
con mayor porcentaje de población en situa-
ción de pobreza en 2010 fueron:

San Juan Tepeuxila (97.4), Santiago Tex-
titlán (96.6), San Simón Zahuatlán (96.4), 
Coicoyán de las Flores (96.4), Santa María 
Quiegolani (96.3), Santa Ana Ateixtlahua-
ca (96.0), Santos Reyes Yucuná (95.9), San 
Martín Peras (95.7), San Juan Bautista Atat-
lahuca (95.3) y Santa María Zaniza (95.2) 
(p. 14).13

Los municipios con mayores porcentajes 
de pobreza extrema son: “San Simón Za-
huatlán (80.8), Coicoyán de las Flores (79.7), 
Santos Reyes Yucuná (77.4), San Juan Petlapa 
(77.2), Huautepec (76.5), Santa Lucía Miahuat-
lán (73.9), San Martín Peras (73.6), San Juan 
Tepeuxila (73.2), San José Tenango (73.0) y 
Santa María Zaniza (72.7)” (Coneval, 2012, p. 
17).14

Es importante distinguir que esos muni-
cipios no coinciden necesariamente con las 
zonas donde defensoras y defensores tienen 

13  Los números representan el porcentaje de la pobla-
ción en el municipio en pobreza.
14  Los números representan el porcentaje de la población en 
extrema pobreza en el municipio.



44

D
iag

nó
sti

co
 y

 A
ge

nd
a 

Es
tra

té
gic

a 
de

 D
er

ec
ho

s H
um

an
os

 d
el 

Es
ta

do
 d

e 
O

ax
ac

a Mapa 1. Municipios 
con mayor 

porcentaje de 
población en 

situación de pobreza 
en Oaxaca, 2010.

Nota: cálculos del Coneval 
con base en la muestra 

del Censo de Población y 
Vivienda 2010 y en el mcs-

enigh 2010.

Mapa 2. Municipios 
con mayor 

porcentaje de 
población en pobreza 

extrema en Oaxaca, 
2010

Nota: cálculos del Cone-
val con base en la muestra 
del Censo de Población y 

Vivienda 2010 y en el mCs-
eniGh 2010.
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municación, instituciones públicas, crimen or-
ganizado y sociedad en general. La tolerancia 
de esta práctica se traduce en complicidad 
ante las amenazas y el hostigamiento.

Por otro lado, la cultura patriarcal también 
se expresa en la marginación, invisibilización y 
menosprecio contra las mujeres. De hecho, el 
Informe de 2010 de Margaret Sekaggya, rela-
tora especial sobre la situación de los defen-
sores de los derechos humanos, pone énfasis 
en ese punto, y destaca la vulnerabilidad de la 
labor de las defensoras de derechos huma-
nos en contextos autoritarios y patriarcales 
(Consejo Económico y Social onu, 2010).

En culturas autoritarias y patriarcales la 
violencia que sufren las defensoras, como 
otra expresión de violencia hacia las mujeres, 
se caracteriza por culpar y avergonzar a las 
víctimas, normalizar o justificar los actos de 
los agresores, desconocer la palabra de las 
mujeres al momento de denunciar, aislarlas 
de su núcleo familiar o comunidad, promover 
la reproducción y legitimación de papeles y 
estereotipos de género, cuestionarlas y ata-
carlas cuando participan en asuntos públicos. 
En Oaxaca, los líderes locales, llamados caci-
ques, en muchas ocasiones son la expresión 
más acabada de esa cultura, que pretende 
controlar, imponer y reducir la disidencia al 
exaltar expresiones patriarcales y de domi-
nación.

El informe de la relatora cita a México 
como un ejemplo de país donde se cometen 
más atropellos contra defensoras, por ser 
mujeres. La caracterización es que:

mayores dificultades para ejercer sus dere-
chos humanos. De hecho, podría pensarse 
que la pobreza impide el ejercicio del dere-
cho a defender los derechos humanos por-
que por encima de ello está la cuestión de 
sobrevivir y dar sustento a la familia.

Los municipios con mayores índices de 
pobreza extrema no registran expresiones 
de movimientos sociales, civiles o protestas. 
Dicho de otra forma, la pobreza extingue la 
capacidad de articulación, movilización y pro-
testa social.

De acuerdo con el mismo informe del 
Coneval, el número de personas en pobre-
za y pobreza extrema aumentó 5.4 puntos 
porcentuales de 2008 a 2010. Y si bien es de 
notar que se redujo drásticamente la carencia 
por acceso a los servicios de salud y “mejoró 
la calidad por espacio de vivienda, el indica-
dor de bienestar también tuvo un retroceso” 
(Coneval, 2012, p. 27).

Cultura patriarcal, autoritaria y de caci-
cazgo. La cultura autoritaria es patriarcal por 
naturaleza y procura mantener concentrado 
el poder en pocas manos: poderes fácticos, 
caciques o grandes empresas (Educa, 2012). 
Por lo general, una cultura de ese tipo impide 
el reconocimiento y actuación de la mujer; 
discrimina minorías, grupos étnicos y diver-
sidades sexuales, además margina en la toma 
de decisiones a los que no pertenecen al gru-
po de poder.

Dicha cultura se expresa contra las per-
sonas defensoras al criminalizar la labor que 
realizan y puede provenir de medios de co-
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frentan las defensoras pueden presentar en 
sí mismas un matiz de género, que abarca 
desde los insultos basados en su sexo hasta 
los abusos sexuales y la violación. Los ca-
sos de violación son especialmente nume-
rosos en las situaciones de conflicto, que 
suelen caracterizarse por un entorno de 
total impunidad para los autores. Además, 
en algunos contextos, si una defensora de 
los derechos humanos es víctima de una 
violación o una agresión sexual como re-
sultado de su labor, su familia extensa puede 
considerar que la ha deshonrado a ella y a 
la comunidad en general. Incluso si no ha 
habido violación ni agresión sexual, las de-
fensoras son con frecuencia víctimas de la 
estigmatización y el ostracismo por parte 
de los dirigentes comunitarios, los grupos 
religiosos, las familias y las comunidades, que 
consideran que, con su labor, atentan contra 
la religión, el honor o la cultura (párrafo 24).

Y agrega más adelante:

El análisis de la dimensión de género de la 
labor de defensa de los derechos humanos 
resulta fundamental para abordar las ne-
cesidades de protección y las lagunas en 
materia de legitimidad que pueden afectar 
a las defensoras de los derechos humanos 
(párrafo 27).

En los últimos años, la mayoría de los ca-
sos de ataques y amenazas en Oaxaca han 

sido contra mujeres defensoras. Así lo se-
ñalan varios informes de defensoras oaxa-
queñas, quienes se han agrupado en redes 
para evidenciar dicha situación, en los cuales 
constantemente la invisibilización que sufren 
de autoridades y medios de comunicación, 
incluso por sus propios compañeros. En el 
Informe sobre Defensoras se indica que:

La numerosa y cada vez más protagónica 
participación política de las mujeres las ha 
convertido en objeto de hostigamientos, 
agresiones y amenazas para las cuales no hay 
mecanismos integrales de protección. En el 
ejercicio de su labor, las defensoras, al igual 
que sus pares hombres, se hallan expuestas 
a la inseguridad y a las políticas represivas; 
enfrentan el uso indebido de leyes y disposi-
ciones jurídicas por parte del Estado, tanto 
para impedir su trabajo como para crimi-
nalizar la protesta social; son víctimas de la 
fabricación de delitos o de expedientes para 
incriminarlas con el objetivo de perjudicar 
su labor y su seguridad; y, por si no fuera 
suficiente, las violaciones de derechos hu-
manos cometidas en su contra permanecen 
en la impunidad, sobre todo las que implican 
al Estado o a los grupos de poder y parti-
culares protegidos por las autoridades (Red 
Nacional de Defensoras, 2012, p. 2).

Además subrayan:

Estamos convencidas de que resaltar la es-
pecificidad según el género y otras condicio-
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nes sociales nos permitirá construir mejores 
garantías de protección; no sólo para las 
mujeres, sino incluso para los hombres de-
fensores quienes igualmente están sujetos a 
particularidades por razón de su sexo. Todo 
ello sumará elementos para disponer de me-
jores indicios acerca del cumplimiento de las 
obligaciones del Estado mexicano respecto 
del derecho a defender derechos humanos 
(Red Nacional de Defensoras, 2012, p. 2).

Así, es claro que el protagonismo históri-
co de las mujeres en Oaxaca es un elemento 
por revalorar, visibilizar y destacar tanto para 
protegerlo, como para fortalecerlo y comba-
tir la cultura autoritaria y patriarcal.

Discriminación y marginación. De acuer-
do con el Consejo Nacional para Prevenir la 
Discriminación (Conapred), la discriminación 
es violencia. En ciertos contextos de Oaxaca 
la discriminación contra las personas defen-
soras es frecuente y se exacerba cuando se 
presenta en consonancia con la criminaliza-
ción de su actividad.

Es una causa estructural que impide el 
ejercicio pleno del derecho a defender dere-
chos humanos porque segrega a las personas 
por su origen étnico o nacional, género, edad, 
discapacidad, condición social o económica, 
condición de salud, embarazo, lengua, religión, 
opiniones, preferencias sexuales, estado civil, 
modo de vestir, clase social y otras diferen-
cias que pueden ser motivo de distinción, ex-
clusión o restricción de derechos, incluso los 
de las personas defensoras.

Si bien es parte de la cultura patriarcal y 
autoritaria, y consecuencia en muchos casos 
de la desigualdad, se resalta como una causa 
estructural por su trascendencia y constancia 
en la labor de las personas defensoras de de-
rechos humanos. Algunas instancias señalan 
que en Oaxaca las defensoras suelen ser más 
vulnerables cuando también son indígenas, jó-
venes, lesbianas o transexuales; o cuando no 
cuentan con autonomía económica y redes 
de apoyo, además de las innumerables dificul-
tades que contraen para conciliar la vida fa-
miliar con su activismo por los derechos hu-
manos (Red Nacional de Defensoras, 2012, p. 
9-23) (Codigo-dh, 2012, cap. 4). Por ejemplo, 
hay comunidades enteras que son marginadas 
u hostigadas como la lésbico-gay.

Fenómeno migratorio. Oaxaca registra 
una intensa migración como consecuencia de 
la pobreza de su población. A menudo la po-
blación oaxaqueña en la diáspora se organiza 
en colectivos y gremios para defender sus 
derechos y las personas defensoras radicadas 
tanto en Estados Unidos, como en otras en-
tidades del país sufren discriminación, amena-
zas y hostigamientos. De igual forma, quienes 
defienden en la entidad los derechos de los 
migrantes y transmigrantes padecen la misma 
situación. La zona que recorre el camino de 
los migrantes y transmigrantes es peligrosa y 
se registran constantes ataques, amenazas y 
en ocasiones homicidios.

En los últimos años el fenómeno se ha 
incrementado y el crimen organizado se ha 
consolidado como un poder que extorsiona 
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a y trafica con migrantes, y por tanto, considera 
como enemigas a las personas que los prote-
gen. De ahí que el Gobierno de Oaxaca haya 
establecido la Fiscalía Especializada en Aten-
ción del Migrante con sede en la ciudad de 
Ixtepec; su finalidad es erradicar la impunidad 
e investigar los crímenes que se cometen en 
contra de ese sector vulnerable de la po-
blación y de los propios defensores que los 
acompañan.

Impunidad. La impunidad es un flagelo 
que afecta la vida democrática, el sentido 
de la justicia y la responsabilidad de las y los 
ciudadanos, además se refleja en la credibi-
lidad hacia las instituciones de justicia y del 
Estado en su conjunto. La impunidad impide 
construir un nuevo sentido ético y justo en-
tre la población, establecer seguridad en las 
relaciones entre ciudadanos y autoridades, y 
sentar antecedentes para la no repetición de 
violaciones a los derechos humanos.

La Encuesta Nacional de Victimización y 
Percepción sobre Seguridad Pública 2012 
(Envipe, 2012) de Inegi, reveló que 91.6% de 
las víctimas de algún delito no denuncia ante 
las autoridades por falta de confianza. Oaxaca 
incrementó en su número de víctimas de 16 
262 en 2010 a 18 129 en 2011.

La impunidad es un factor estructural im-
portante desde el cual el derecho a defen-
der derechos humanos no puede ejercerse 
plenamente. Según el presidente de la Cndh 
“aproximadamente 8 de cada 100 delitos que 
se cometen son denunciados (cifra negra del 
92%) y solamente el 1% es perseguido por las 

Procuradurías Generales de Justicia, llegando 
a sentencia condenatoria, lo cual se traduce 
en un 99% de impunidad” (Cndh, 2012). En 
cuanto a crímenes en contra de personas 
defensoras, casi nunca se llevan a cabo deten-
ciones. Amnistía Internacional señala que en 
general para los países de las Américas:

Aunque ha habido avances en algunos ca-
sos cruciales de violaciones de derechos 
humanos, el alto grado de impunidad en 
toda América sigue siendo motivo de honda 
preocupación. De los casi 300 casos anali-
zados para la elaboración [del] informe, no 
llegan a cinco los casos en que se declaró 
culpables a los autores materiales. En ningu-
no de ellos se llegó a identificar a la persona 
que ordenó los ataques, a pesar incluso de 
que en ocasiones la defensora o el defensor 
pedía expresamente que las autoridades in-
vestigasen esa cuestión (ai, 2012, p. 3).

En los últimos años, Oaxaca ha avanzado 
en las investigaciones de casos que implican 
a personas defensoras de derechos humanos 
y la Procuraduría General de Justicia local 
ha puesto a disposición de jueces a algunos 
presuntos perpetradores de crímenes, parti-
cularmente tratándose de homicidio. Sin em-
bargo, dicha instancia no ha logrado detener 
a los autores intelectuales de los homicidios, 
por lo cual las amenazas que han sufrido en 
los últimos años permanecen en la impunidad.

Tampoco ha habido resultados satisfac-
torios por los crímenes y violaciones a los 
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derechos humanos perpetrados en 2006 y 
2007, así la impunidad y el paso del tiempo 
ha restado credibilidad al Estado de derecho.

Violencia y crimen organizado. La violen-
cia y el crimen organizado son factores que 
obstaculizan el derecho a defender y promo-
ver los derechos humanos, ya que generan 
temor e inhiben las actividades que requieren 
el ejercicio de ese derecho. Como respuesta 
al crimen organizado, en los últimos años el 
gobierno federal ha militarizado ciudades y 
poblaciones del país. En Oaxaca, “la represión 
ante la protesta y la violencia [por parte] de 
fuerzas armadas [durante] el año 2006 impi-
dió el libre ejercicio de muchas personas de-
fensoras quienes redujeron su actividad o se 
vieron forzados a salir del estado” (Garretón, 
2007, p. 47).

En la actualidad la violencia generada por 
el crimen organizado y la respuesta militari-
zada del gobierno en ocasiones es pretexto 
para reducir a la ciudadanía derechos adqui-
ridos o justificar acciones de dudosa legali-
dad. En ese contexto, decenas de personas 
defensoras han disminuido su actividad en la 
defensa de los derechos humanos por temor 
y por la falta de libertades para su ejercicio.

Afortunadamente en Oaxaca no existe 
más la figura del arraigo, la cual restringe el 
ejercicio a la libertad, y se han emprendido 
acciones para formar a servidores públicos 
en materia de derechos humanos que, segu-
ramente en el futuro, contribuirá a aminorar 
ese obstáculo para el ejercicio de las perso-
nas defensoras.

Así, es indispensable colocar por encima 
de la seguridad pública la ciudadana en su ple-
na dimensión preventiva. La violencia, como 
se ha demostrado, no se extingue solamente 
con acciones contestatarias de la autoridad, 
es necesario ir a las causas que la generan.

Participación ciudadana. Los espacios pú-
blicos de análisis y toma de decisiones se ven 
reducidos ante la concentración en pocas 
manos de los medios de comunicación masi-
va, situación que se agudiza cuando se estig-
matiza a las opiniones disidentes y se contro-
lan los foros de debate. Dicha concentración 
de poder en agentes no estatales, llamada en 
ocasiones poderes fácticos, deviene de una 
fuente paralela y en ocasiones más fuerte que 
la propiamente constituida por la autoridad.

En los últimos años, en Oaxaca se han 
presentado situaciones en las cuales las per-
sonas defensoras y periodistas han tenido 
que abandonar la entidad por sus opiniones 
expresadas en medios de comunicación. En 
ocasiones, las grandes empresas fungen como 
un poder real en las regiones donde se esta-
blecen, por encima de las propias autoridades 
municipales. En otros momentos, el ejercicio 
de un poder paralelo se ve reforzado por 
mecanismos que corrompen a las autorida-
des locales o bien, condicionan programas y 
beneficios en tanto se dé o no apoyo a los 
intereses de dichos poderes fácticos.

Las instituciones públicas han sido poco 
permeables a las demandas ciudadanas, dadas 
las inercias de la cultura autoritaria que ha 
controlado los espacios de toma de decisio-
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a nes. Los debates políticos permitidos se han 
restringido a espacios pequeños y las decisio-
nes que afectan a los pueblos y ciudadanos 
pocas veces permiten foros abiertos para 
incorporar sus opiniones y demandas.

Por ello, es importante generar nuevos cau-
ces de participación y expresión ciudadana, así 
como respetar y potenciar las iniciativas que 
surgen desde los mismos pueblos y comunida-
des. La ciudadanización y democratización del 
espacio radioeléctrico es un reto al que se le 
debe dar respuesta inmediata. De igual forma 
es importante transparentar las actividades de 
la administración pública, el congreso local de 
representantes y el poder judicial.

Para concluir este apartado es importante 
reconocer los aspectos positivos que la so-
ciedad civil organizada está realizando para 
alentar el ejercicio del derecho a defender los 
derechos humanos, las cuales están dirigidas 
tanto a las personas defensoras como a las 
autoridades estatales responsables de hacer 
posible dicho derecho.

3.3 Aproximación general  
a la situación de las personas 
defensoras de los derechos 
humanos

Hina Jilani, relatora de la onu para las per-
sonas defensoras de derechos humanos de 
2000 a 2008, señaló en varias ocasiones su 
preocupación por las y los defensores en Mé-
xico debido a la situación en la que viven y los 
retos que enfrentan como: la impunidad en 

casos de amenazas y agresiones; procesamien-
to; actividades de inteligencia en su contra, y 
propaganda y campañas de desprestigio. De 
igual manera, expresó que existen dos gran-
des obstáculos para el cumplimiento efectivo 
de la Declaración: por un lado, el efecto del 
militarismo en la promoción y protección de 
los derechos humanos y, por otro, la falta de 
compatibilidad entre la legislación nacional 
y los principios de la Declaración (Consejo 
Económico y Social, onu, 2001).

Informes de instancias de derechos hu-
manos nacionales e internacionales señalan a 
Oaxaca como una de las entidades del país 
con mayor número de violaciones a los dere-
chos de las personas defensoras. La oaCnudh 
(2009) documentó entre el 1 de enero de 
2006 y el 31 de agosto de 2009 un total de 
36 defensoras, 72 defensores, 17 organizacio-
nes civiles y 6 familiares que fueron presun-
tamente víctimas de algún tipo de agresión u 
obstaculización en el país. De ese universo, 
Oaxaca ocupó el primer lugar en agresiones 
contra personas, colectivos u organizaciones 
defensoras con 26 casos.

La actualización de 2010 de las cifras de 
la oaCnudh colocó a Oaxaca en tercer lugar 
de denuncias registradas y, más tarde, para la 
actualización de 2013, Oaxaca volvió a ocu-
par el primer lugar en eventos que atentan 
contra las personas defensoras.

La información recabada por la oaCnudh 
reflejó la persistencia de la situación de 
adversidad que enfrentan las y los defenso-
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res de derechos humanos en México (…) 
y destacó que (…) Oaxaca, Chihuahua y 
Guerrero continúan dentro de los prime-
ros cinco [estados] con el mayor número 
de reportes de agresiones desde 2006 
(oaCnudh, 2013, p. 46).

Gráfica 2. Casos documentados por la 
oacnudh, 2009

Nota: elaboración propia con base en el informe 
oaCnudh, 2009.

Por su parte, la Cndh, con información 
de los organismos locales de derechos hu-
manos, registró un total de 523 expedientes 
relacionados con presuntas violaciones a los 
derechos de las personas defensoras entre 
los años 2005 y 2011; de ese universo, Oaxa-
ca registró un total de 36 expedientes (Cndh, 
2011)(ver gráfica 3).

De acuerdo con datos de la Red de Orga-
nismos Civiles de Derechos Humanos Todos 
los Derechos para Todas y Todos (Red TdT), 
Oaxaca es la entidad con mayores índices de 
violaciones a los derechos humanos de las 
personas defensoras en todo el país. De 2011 
a 2012, dicha Red documentó en Oaxaca 29 
agresiones contra personas defensoras en lo 

individual y 12 contra grupos que defienden 
los derechos humanos (Boletín de prensa, 3 
de octubre de 2012).

El informe de la asociación civil Acción 
Urgente para Defensores de los Derechos 
Humanos (Acuddeh), el cual comprendió el 
periodo de enero de 2011 a mayo de 2012, 
también colocó a Oaxaca en primer lugar de 
casos de agresión contra personas defenso-
ras: de las 128 agresiones que contabilizaron 
en el país, 25 correspondieron a Oaxaca, es 
decir, 22%.

El Informe 2012 de la Red de Defensoras 
contó durante ese mismo año un total de 
30 defensoras y una periodista agredidas en 
Oaxaca (Consorcio Oaxaca, 2012, p. 8). Asi-
mismo, en 2011, Brigadas Internacionales de 
Paz colocó a Oaxaca como el segundo lugar 
en el país con más violaciones contra defen-
soras y defensores (pbi, 2012).

Como se aprecia, la información de orga-
nismos autónomos, instancias internacionales 
y organizaciones de la sociedad civil coinci-
den en que en Oaxaca se ha registrado un 

Gráfica 3. Expedientes de la cndh e 
instancias públicas del país, 2012

Nota: elaboración propia con base en información de 
la Cndh.
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a mayor número de agresiones contra per-
sonas defensoras de derechos humanos en 
comparación con otras entidades federativas.

De acuerdo con la información disponible 
en el nivel local, la fidts ha tenido conoci-
miento (a junio de 2013) de 41 casos de agre-
siones en Oaxaca: siete contra periodistas 
(quienes dos son mujeres y cinco hombres) 
y 34 contra personas defensoras (quienes 17 
son mujeres y 17 son hombres).

Las personas defensoras agredidas reali-
zan su labor en las siguientes temáticas:

Gráfica 4. Temáticas en las cuales laboran 
las personas defensoras agredidas

Nota: elaboración propia con base en datos propor-
cionados por la fidts.

Sus edades se muestran en la siguiente 
gráfica: 

3.4 Tipología de las agresiones

De acuerdo con información de la oaCnudh, 
las agresiones contra las personas defensoras 
en México son las siguientes: privación ilegal 
a la vida, lesiones, daños, allanamientos, deten-
ciones arbitrarias, violaciones al derecho a la 
consulta, judicialización de protestas de per-
sonas defensoras y daños. La siguiente gráfica 
representa las incidencias por agresión con 
porcentajes (ver gráfica 6).

Por otro lado, la fidts considera la siguien-
te tipología de agresiones: privación arbitraria 
de la vida, tortura, amenazas, lesiones, robo y, 
vigilancia e intimidación. El universo de casos, 
como se mencionó anteriormente, es de 41 
(considerando siete periodistas y 34 perso-
nas defensoras), cuyas incidencias por agre-
sión se indican en el gráfico 7.

Ahora bien, algunos informes de la socie-
dad civil15 mencionan que los principales tipos 

15  Entre ellos: Acción Urgente para Defensores de los 
Derechos Humanos (Acuddeh, 2012), Centro Regional 
de Derechos Humanos “Bartolomé Carrasco Briseño” 

Gráfica 5. Personas defensoras por edades

Nota: elaboración propia con base en datos propor-
cionados por la fidts.
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de agresión contra las personas defensoras 
de derechos humanos en Oaxaca son: priva-
ción arbitraria de la vida, tortura, amenazas; 
actos de espionaje e inteligencia; criminaliza-
ción de su labor; impunidad ante denuncias; 
agresiones a mujeres defensoras por su gé-
nero; restricción de la libertad de expresión, 
entre otras.

Privación arbitraria de la vida. En Oaxa-
ca se han conocido al menos 10 homicidios 
perpetrados contra defensoras y defensores 

A.C. (Barcadh, 2011), Comité de Defensa Integral de 
Derechos Humanos Gobixha, A.C. (Codigo-dh, 2012), 
Consorcio para el Diálogo Parlamentario y la Equidad 
Oaxaca (2012), Servicios para una Educacción Alterna-
tiva A.C. (Educa, 2012), Garretón (2007), Brigadas Inter-
nacionales de Paz (pbi, por sus siglas en inglés, 2012), 
Red de TdT (3 de octubre del 2012), Servicio Interna-
cional para la Paz (Sipaz, 2012) entre otros.

de derechos humanos en los últimos siete 
años (véase Anexo 1, párrafos 1 al 7). Si bien 
los más recientes crímenes (véase Anexo 1, 
párrafos 2 y 3) han sido investigados por la 
Procuraduría General de Justicia local e inclu-
so algunos de los responsables identificados, 
han llegado ante los respectivos tribunales 
para ser juzgados, muchos casos siguen en la 
impunidad.

Los homicidios cometidos contra defenso-
ras y defensores se han perpetrado en climas 
proclives a la criminalización del trabajo que 
realizan, en los cuales la población local se ha 
polarizado y las autoridades municipales han 
jugado un papel ambiguo para solucionar los 
conflictos.

La tortura es un mal endémico en Oaxaca, 
según lo señala el último informe de la orga-
nización Comité de Defensa Integral de De-

Gráfica 6. Tipología de las agresiones de 
acuerdo con la oacnudh

Nota: elaboración propia con base en datos propor-
cionados por la oaCnudh.

Gráfica 7. Tipología de las agresiones de 
acuerdo con la Fiscalía

Nota: elaboración propia con base en datos propor-
cionados por la fidts.
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a rechos Humanos Gobixha A.C. (Codigo-dh) 
(2013). Personas defensoras han sido someti-
das a esa práctica en la entidad, por ejemplo, 
el caso de los estudiantes pertenecientes al 
movimiento #Yosoy132 (véase Anexo 1, pá-
rrafo 8), el cual evidenció que existen elemen-
tos de corporaciones policiales que utilizan la 
tortura como medio de coerción, obtención 
de información o simplemente como parte 
de la práctica de la detención.

Las amenazas y hostigamiento en contra 
de las y los defensores son numerosas en los 
últimos años en la entidad. Las defensoras, 
particularmente, tienen una multiplicación en 
el riesgo y en la dimensión de la amenaza y 
hostigamiento por su condición de género. El 
informe de la Red Nacional de Defensoras 
señala que “las amenazas, incluidas las (…) de 
muerte, son una de las formas comunes de 
ataques a las defensoras” (p. 40).

El informe de Servicios para una Educación 
Alternativa A.C. (Educa, A.C.), que compren-
de los meses de enero a octubre de 2012, 
contabilizó 22 casos de hostigamiento, 44 de 
amenazas y 54 agresiones físicas, arrojando 
un total de 120 actos de violencia contra de-
fensoras y defensores en Oaxaca. Los casos 
de amenazas y hostigamiento recogidos en 
dicho informe se dieron en contextos es-
pecíficos de conflictividad prolongada en los 
cuales el papel que jugaron las autoridades 
locales y estatales para resolver la situación 
fue ambiguo. Además, en diversas ocasiones 
y de acuerdo con las víctimas, las autoridades 
han favorecido a las empresas que desarro-

llan megaproyectos en el nivel local o bien, no 
han intervenido, dejando a los actores locales 
libres para que se enfrenten con sus oposito-
res (véase Anexo 1, párrafos 9 al 14).

El espionaje, el robo de información y 
los allanamientos ilegales son parte de esa 
misma situación de ataque contra la labor 
de las personas defensoras. En el sexenio 
pasado existió un sistema de espionaje 
que fue documentado por la Comisión de 
Mediación,16 la cual constató su existencia, 
financiado con fondos públicos, que estaba 
al servicio del gobernador en turno (Romo 
y Rodríguez, 2011).

Durante 2013 se han hecho siete denun-
cias relacionadas con ese tipo de agresiones. 
El robo de bases de datos y allanamientos 
para extraer computadoras responde a un 
patrón que se manifiesta en todos los casos 
y tiene coincidencias con hechos cometidos 
en el sexenio pasado (véase Anexo 1, párra-
fos 15 al 23).

En Oaxaca, algunas personas defensoras 
han visto vulnerados su derecho a la libertad 
de asociación y expresión, particularmente 
en el contexto de la crisis política y social 
que se suscitó en 2006 y 2007. En esa situa-
ción también se han visto involucrados las y 
los periodistas que en razón de su actividad 

16  Dicha Comisión de Mediación se estableció para recabar 
información sobre la desaparición forzada de dos integrantes 
del Ejército Popular Revolucionario (epr) el 24 de mayo de 
2007, la cual fue reconocida por el Gobierno Federal y emitió 
una serie de informes sobre el caso, hasta su disolución, en 
noviembre de 2012.
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informan sobre los actos que violentan los 
derechos humanos de las personas defenso-
ras y de la población en general (véase Anexo 
1, párrafos 1, 24 y 25).

Los informes coinciden en que se trata 
de intimidar a las personas defensoras para 
que no ejerzan su derecho a la asociación 
y expresión ante situaciones específicas de 
conflictividad social, como la resistencia a la 
instalación de un megaproyecto o la lucha 
por la defensa de los derechos ambientales.

La criminalización, las detenciones arbitra-
rias y la judicialización en contra de personas 
defensoras se reitera constantemente en los 
casos de protestas contra megaproyectos, 
también se observó en los hechos de 2006, 
en las acciones de resistencia ciudadana o 
cuando la personas se oponen a grandes inte-
reses locales o estatales. Se constata también 
que en ocasiones los casos de detenciones 
arbitrarias vienen acompañados de lesiones 
(véase Anexo 1, párrafos 26 al 32).

Difamación y desprestigio. Algunos medios 
de comunicación también han emprendido 
campañas de desprestigio en contra de or-
ganizaciones y personas defensoras de dere-
chos humanos, situación que se ha llegado a 
acentuar para las mujeres, pues se les cues-
tiona por su comportamiento sexual, su gé-
nero o su presunta irresponsabilidad ante los 
deberes para con la familia y el hogar (véase 
Anexo 1 párrafos 33 y 34).

3.5 Caracterización  
de los perpetradores

Las organizaciones oaxaqueñas de derechos 
humanos señalan en sus informes que en va-
rias ocasiones los perpetradores tienen algún 
vínculo con las autoridades, al menos las mu-
nicipales, los caciques locales o los poderes 
económicos locales (Codigo-dh, 2012).

De hecho, dichas organizaciones han expli-
citado en muchos casos que los perpetrado-
res son las grandes empresas, que compran 
voluntades mediante la corrupción directa de 
autoridades o bien, con el condicionamiento 
de beneficios y programas para que apoyen 
sus intereses:

en estos casos, las empresas privadas están 
directa o indirectamente involucradas en 
actos de violencia contra los defensores y 
las defensoras. Es claro que las autoridades 
locales han actuado en connivencia con el 
sector privado, incluso instigando en la co-
misión de violaciones contra los defensores 
y las defensoras de los derechos humanos 
y obstaculizando las actividades de defensa 
de los recursos naturales y los derechos de 
los pueblos indígenas y las minorías (Codi-
go-dh, 2012, p. 26).

Asimismo, el Informe sobre Defensoras 
(2012) menciona que los perpetradores se 
pueden caracterizar como actores estatales, 
grupos conservadores, grupos armados liga-
dos al crimen, empresas que violan derechos 
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a laborales, medios de comunicación o perso-
nas particulares afectadas por las denuncias 
que hacen las personas defensoras (Red Na-
cional de Defensoras, 2012).

Como se mencionó anteriormente, la fidt 
se creó en Oaxaca con la finalidad de inves-
tigar los hechos de violencia cometidos en 
el contexto de los años 2006 y 2007, y los 
delitos perpetrados contra las personas en el 
ámbito social. De acuerdo con información 
proporcionada por esa misma instancia,17 a 
julio 2013 tenía conocimiento de 41 casos de 
agresiones en Oaxaca: siete contra periodis-
tas (en los cuales dos son mujeres y cinco son 
hombres) y 34 contra personas defensoras 
(en los cuales 17 son mujeres y 17 son hom-
bres). De los 19 casos cuyas víctimas fueron 
mujeres, en nueve de ellos determinó que las 
agresiones podrían fundarse en el género.

En 15 de los 41 casos se han dictado me-
didas cautelares (uno de la Cndh, 11 de la dd-
hpo, dos de la Cidh y uno donde se otorgaron 
medidas cautelares tanto de la Cndh como 
de la ddhpo). Por otro lado, 38 de los casos 
se encuentran en trámite de investigación y 
tres en juicio.

En Oaxaca, la gran mayoría de crímenes 
en contra de personas defensoras de de-
rechos humanos siguen sin esclarecerse. 
(…) Aunque la creación de la fidts ha sido 
ampliamente celebrada por la sociedad civil 
oaxaqueña, existen serias preocupaciones 
respecto a su capacidad y (…) autonomía. 
Las organizaciones de Oaxaca destacan 
ciertos avances en las investigaciones de 

17  Información proporcionada después de la mesa de trabajo 
del 6 de junio de 2013 en Oaxaca de Juárez. 

4 ANÁLISIS 
INSTITU-
CIONAL Y 
POLÍTICAS 
PÚBLICAS

4.1 Combate a la impunidad

Uno de los principales retos para la protec-
ción de las personas defensoras de derechos 
humanos en Oaxaca es el combate a la im-
punidad de los hechos que se cometen en su 
contra, por tanto, es necesario fortalecer los 
mecanismos de investigación y procuración 
de justicia para lograr sentencias favorables 
que permitan sancionar a los agresores.

La oaCnudh ha señalado que la falta de san-
ción a los perpetradores [de las agresiones] 
contribuye a la repetición de hechos, además 
de que agrava el nivel de riesgo para que las 
personas defensoras realicen su labor. [Ade-
más,] advierte que la debida investigación y 
sanción adecuada (…) es la forma efectiva 
de protección para quienes defienden los 
derechos humanos (2013, p. 16).
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La coordinación en la puesta en marcha de 
las medidas cautelares decretadas por la Cidh 
está a cargo de la Secretaría de Gobernación 
(Segob), que debe convocar a las entidades 
y dependencias de la Administración Pública 
Federal (apf) y a las autoridades locales que 
considere pertinentes para llevarlas a cabo. 
Para el caso local, corresponde a la Cadh, en 
coordinación con la Segob, organizar la par-
ticipación de las entidades y dependencias de 
la administración pública para el desarrollo 
de dichas actividades.

En el periodo de 2008 a 2010, la Cidh 
emitió cinco medidas cautelares a México 
para personas defensoras de derechos hu-
manos, dos de las cuales correspondieron a 
Oaxaca: MC250/09 José Alejandro Guerra y 
miembros del Albergue del Migrante Her-
manos en el camino y MC120/09 Marcelino 
Coache Verano y familia. Además de que en 
2007, también emitió otra, dirigida al Comi-
té 25 de noviembre de Oaxaca (Alba Cruz 
Ramos).

La Cidh da seguimiento a las medidas 
cautelares que dicta a través de audiencias 
entre las personas beneficiarias y las auto-
ridades responsables, sin embargo, deposi-
ta completamente en las dependencias del 
Estado mexicano la responsabilidad de su 
implementación.

Actualmente no se cuenta con un repor-
te público sobre los avances en la puesta en 
marcha de dichas medidas cautelares y tam-
poco se identifica con claridad los límites en-
tre las responsabilidades de las autoridades 

los casos y aprecian una fuerte voluntad 
por parte del personal que la integra. Sin 
embargo, desde su creación, (…) han te-
nido que presionar constantemente para 
que hubiera personal capacitado y medios 
materiales a fin de poder llevar a cabo sus 
funciones de forma apta; algo que hasta el 
momento se ha logrado sólo parcialmente. 
Igualmente, las y los defensores han cues-
tionado la autonomía que le concede la pGJe 
de Oaxaca, observando que muchos de los 
obstáculos y demoras parecen originarse 
en esa entidad (pbi, 2012, p. 2).

El combate a la impunidad debe basarse 
en el esclarecimiento de las agresiones y la 
aplicación de las sanciones respectivas, una 
vez investigados los hechos. La procuración 
efectiva de la justicia mediante las instancias 
correspondientes generará confianza entre 
las víctimas y sus familiares, y erradicará la 
impunidad de la entidad.

4.2 Implementación de alertas 
tempranas, medidas cautelares  
y medidas de protección

Las alertas tempranas y las medidas caute-
lares que se aplican en Oaxaca pueden ser 
dictadas por tres diferentes instancias: la Cidh, 
la Cndh y la ddhpo. Esos organismos son coin-
cidentes en solicitar a las instancias obligadas, 
según corresponda, garantizar dos derechos 
específicos: el derecho a la vida y el derecho 
a la integridad física.
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a federales y las locales, situación que pudiera 
generar confusión y desarticulación entre ni-
veles de gobierno.

Por otro lado, entre los años 2008 y 2012, 
la Cndh ha emitido 16 medidas cautelares 
para Oaxaca, de las cuales dos están dirigidas 
a personas defensoras de derechos humanos. 
De acuerdo con la Guía de la Cndh para im-
plementar medidas cautelares en beneficio 
de defensores de los derechos humanos en 
México, dicha Comisión tiene la facultad de, 
ante el conocimiento de una inminente situa-
ción de riesgo, elaborar junto con la persona 
beneficiaria una propuesta de medidas de 
protección específica (incluido el análisis de 
riesgo) para después enviarla a la autoridad 
que se identifique como responsable para su 
establecimiento (ya sean federales, estatales 
o municipales).

Las autoridades deben aceptar las medidas 
de protección y, de ser así, ponerse en con-
tacto con la Cndh y la persona beneficiaria 
para elaborar una estrategia para su instru-
mentación. Asimismo, la Cndh tiene la atribu-
ción de dar seguimiento a la estrategia esta-
blecida y, después de 30 días hábiles, realizar 
nuevamente un análisis de riesgo para valorar 
la permanencia o levantamiento de la medida 
cautelar. Hasta este momento, no se cuenta 
con información pública de la Cndh sobre la 
eficacia y eficiencia con la que se implemen-
tan las medidas cautelares que dicta, por lo 
cual es complicado identificar los obstáculos 
que se deben superar para que dichas estra-
tegias sean efectivas.

A su vez, de acuerdo con información de la 
ddhpo,18 entre 2011 y junio de 2013, ha emiti-
do 10 medidas cautelares dirigidas a personas 
defensoras de derechos humanos en la en-
tidad. Es importante resaltar que dicha cifra 
puede contrastar con la proporcionada por 
la fidts (sobre 12 medidas cautelares emitidas 
por la ddhpo) por el periodo que cada análisis 
comprende.

Al igual que con la Cidh y la Cndh, no se 
cuenta con información pública sobre los re-
sultados, exitosos o no, en la aplicación de las 
medidas cautelares dictadas por la ddhpo, sin 
embargo, dicha instancia se encuentra elabo-
rando un protocolo para mejorar la emisión 
de sus medidas.

Al mismo tiempo, la ddhpo considera 
importante resaltar que la aplicación de las 
alertas tempranas y el cumplimiento de las 
medidas cautelares le corresponde a las en-
tidades y dependencias del Gobierno del Es-
tado de Oaxaca, por tanto, son éstas quienes 
deben coordinarse para identificar las estra-
tegias adecuadas para su efectiva aplicación. 
En ese sentido, la ddhpo no puede asumir las 
facultades u obligaciones de las diversas ins-
tancias de gobierno para atender las medidas 
cautelares, sin embargo, sí tiene a su cargo la 
generación de criterios orientadores para la 

18  Información proporcionada por la ddhpo después 
de la mesa de trabajo para retroalimentar el primer 
borrador del capítulo sobre Derechos de las personas 
defensoras de derechos humanos del Diagnóstico de 
derechos humanos de Oaxaca, llevada a cabo el 6 de 
junio de 2013 en Oaxaca de Juárez. 
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eficaz protección de las personas, el debido y 
puntual seguimiento a las estrategias que se 
desarrollen para cumplir con esas medidas y 
el acercamiento con las víctimas y las perso-
nas beneficiarias de las mismas para evaluar el 
riesgo y diseñar las acciones que se tomarán 
para su protección.

En respuesta a la emisión de alertas tem-
pranas y de medidas cautelares, el Gobierno 
del Estado de Oaxaca se coordina mediante 
la Cadh, que es la instancia responsable de ar-
ticular a las entidades y dependencias del go-
bierno local para atender dichas solicitudes. 
En conjunto con la Cadh, generalmente tam-
bién actúan la Secretaría de Seguridad Pública 
local, la Secretaría General de Gobierno (SE-
GEGO) y la Procuraduría General de Justicia 
local, quienes deben realizar las evaluaciones 
de riesgos para determinar la intervención de 
otras instituciones.

La Cadh también tiene la función de ser el 
vínculo entre las instancias de la administra-
ción pública local y los organismos públicos 
de derechos humanos (nacional y local), el 
poder judicial, los municipios, las entidades de 
la apf y la Cidh.

En general no hay información pública que 
dé cuenta de los avances y obstáculos sobre 
la implementación de las diversas medidas 
cautelares que han sido dictadas para Oaxaca 
por las tres instancias emisoras: Cidh, Cndh y 
ddhpo. Sin embargo, entre las acciones inme-
diatas que se han establecido para proteger 
a las personas beneficiarias de dichas medi-
das, se encuentran las siguientes: atención 

médica y psicológica; rondines de vigilancia 
a cargo de las corporaciones policiacas;19 
otorgamiento de directorio telefónico de 
emergencia de servidores públicos de alto 
nivel con capacidad de resolución; dotación 
de teléfonos celulares con crédito disponible 
para llamadas de emergencia; investigación de 
los hechos mediante el inicio o seguimiento 
de averiguaciones previas y legajos de investi-
gación, y establecimiento de mecanismos de 
comunicación permanente con las personas 
peticionarias y/o beneficiarias para evaluar 
los riesgos.

Además, la Cadh se encuentra diseñando 
un protocolo para la evaluación de riesgos 
con el objetivo de proporcionar mejor pro-

19  La ssp de Oaxaca reportó que para atender las 
medidas cautelares realiza específicamente las siguien-
tes actividades: recorridos de seguridad y vigilancia de 
manera aleatoria, en los domicilios y en los centros de 
trabajo de las personas beneficiarias, para evitar delitos 
y salvaguardar la integridad física de las personas defen-
soras de derechos humanos y periodistas, el medio de 
verificación de esta actividad es una bitácora firmada 
por las personas beneficiarias de las medidas cautelares; 
mediante la Dirección General de Asuntos Internos, 
interviene en la investigación en casos de violaciones 
a derechos humanos por parte de integrantes de las 
instituciones de seguridad pública; por medio del ser-
vicio 066 o 089, se atienden los casos de emergencia 
y denuncia anónima y, mediante la Dirección de Le-
gislación, Consulta y de lo Contencioso, promueve la 
armonización de los instrumentos internacionales en 
materia de derechos humanos con los protocolos, leyes 
y reglamentos de la ssp. Actualmente no se cuenta con 
una evaluación del impacto que han generado dichas 
actividades en la efectiva disminución de las agresiones 
en contra de personas defensoras. 
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a tección a las personas defensoras de dere-
chos humanos y en constante perfecciona-
miento de las estrategias de la coordinación 
interinstitucional con los distintos niveles e 
instancias gubernamentales.

Una de las críticas más firmes [hacia esta 
instancia] es la falta de concreción en la de-
finición de [sus] funciones y responsabilida-
des (…) Muchas organizaciones ven favo-
rable las acciones que la [Cadh] ha llevado 
a cabo, y reconocen (…) su voluntad (…) 
Sin embargo, [afirman que es necesaria] 
una mayor institucionalización del trabajo. 
[sobre todo en] la forma en la que se ges-
tionan los procedimientos de petición, im-
plementación, coordinación y seguimiento 
de las medidas cautelares desde, o a través 
de la [Cadh] para las personas defensoras 
de derechos humanos (pbi, 2012, p. 5).

En conjunto, los obstáculos relacionados 
con la realización de las medidas cautelares 
en Oaxaca pueden plantearse desde dos 
categorías: por un lado, las que enfrentan 
los órganos emisores y, por otro, las que 
enfrentan las instancias responsables de lle-
varlas a cabo.

Respecto de los órganos emisores, se ob-
serva que en ocasiones no cuentan con direc-
trices claras sobre el procedimiento median-
te el cual emiten sus medidas, por ejemplo, la 
ddhpo aún no tiene protocolos que describan 
cómo llevar a cabo las evaluaciones de ries-
gos, la definición de estrategias de protección 

en conjunto con las personas beneficiarias o 
el establecimiento de responsabilidades de 
seguimiento una vez emitidas las medidas.

De acuerdo con algunos planteamientos 
de la propia ddhpo, antes de que se dicte una 
medida cautelar, es importante contar con la 
aprobación de la persona beneficiaria para 
diseñar en conjunto las estrategias de pro-
tección necesarias, sin embargo, existen dife-
rentes dificultades en la comunicación con las 
y los beneficiarios como las distancias, la oro-
grafía, la localización, entre otras, por lo que 
la ddhpo ha solicitado la implementación de 
medidas cautelares de oficio a las autoridades 
correspondientes con la salvedad de que pos-
teriormente pudiesen replantearse de acuer-
do a las manifestaciones y necesidades de la 
persona beneficiaria que en ese momento no 
pudo ser consultada.

Por otro lado, ninguna de las instancias 
emisoras (Cidh, Cndh, ddhpo) tiene informa-
ción pública y general sobre la efectividad 
que tienen las medidas emitidas sobre la pro-
tección y resguardo de la integridad de las y 
los defensores de derechos humanos, infor-
mación fundamental para conocer si dichas 
herramientas cumplen su función.

En cuanto a las instancias responsables de 
la puesta en marcha, es importante plantear 
que uno de los principales obstáculos es la 
coordinación, ya que para llevar a cabo las 
medidas cautelares debe darse en varios sen-
tidos. Primero, entender que el Gobierno del 
Estado de Oaxaca, mediante la Cadh, debe 
fungir como una especie de vértice para dar 
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respuesta a las diferentes solicitudes de me-
didas, así provengan de la Cidh, la Cndh o la 
ddhpo, pues es en su demarcación territorial 
donde se implementarán. En ese sentido, se 
debe fortalecer institucionalmente a la Cadh 
para hacer frente a dicha responsabilidad.

Segundo, una vez definido el eje de articula-
ción, son necesarios dos niveles de coordina-
ción: a) al interior del gobierno local entre las 
entidades y dependencias de la administración 
pública de Oaxaca y b) entre la administración 
pública de Oaxaca y las instancias de la apf, los 
municipios, los órganos de derechos humanos 
(Cndh y ddhpo), las personas beneficiarias o 
peticionarias de las medidas y los organismos 
internacionales (en este caso la Cidh).

Actualmente, no existe una ruta clara de 
actuación ante los distintos niveles de coordi-
nación que deben darse al interior de gobier-
no para realizar una efectiva instrumentación. 
No basta con lograr la asistencia de las y los 
representantes de las diferentes entidades y 
dependencias del gobierno en las reuniones, 
sino concretar el eficaz cumplimiento de 
actividades, una vez que se definan las res-
ponsabilidades de cada institución, lo cual 
significa dar seguimiento y evaluar con base 
en resultados.

Al igual que las instancias emisoras, de parte 
de las entidades responsables de la implemen-
tación no existen datos claros sobre el estatus 
de cumplimiento de cada una de las medidas 
cautelares que se han dictado para Oaxaca, lo 
cual es un requisito fundamental para corregir 
la implementación y hacer evaluación.

Un elemento adicional de análisis para ese 
ámbito es el Mecanismo de protección a per-
sonas defensoras de derechos humanos y pe-
riodistas, ya que también emite medidas pre-
ventivas, de protección y urgentes dirigidas a 
defensores y defensoras de distintas entida-
des federativas. Aunque la coordinación para 
la implementación de dichas medidas también 
es por medio de la Segob (al igual que las me-
didas cautelares emitidas por la Cidh), el Con-
venio firmado con el Gobierno de Oaxaca 
especifica una necesaria actuación articulada 
con las autoridades locales, incluyendo estra-
tegias de prevención en largo plazo.

De noviembre de 2012 a julio de 2013 di-
cho Mecanismo había recibido 74 solicitudes 
de actuación, de las cuales 17 se encontraban 
en proceso extraordinario (es decir, se ha-
bían realizado las entrevistas con las personas 
peticionarias y se habían dictado medidas ur-
gentes) y 26 en proceso de análisis de ries-
go. De ese universo, de noviembre de 2012 
hasta abril de 2013, se tenían seis solicitudes 
de Oaxaca, de las cuales dos habían recibido 
medidas de protección.

4.3 Armonización legislativa

La armonización de la normatividad local con 
la Declaración y los parámetros que brindó 
la reforma constitucional en materia de dere-
chos humanos de 2011, resulta fundamental 
para que el derecho a defender los derechos 
humanos se garantice ampliamente. En ese 
sentido, cabe resaltar los siguientes retos:
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l	El funcionamiento del juicio de protec-
ción para los derechos humanos dentro 
de la Sala de lo Constitucional. “Esta 
figura generó muchas expectativas en 
su momento pero aún no ha sido im-
plementada ni se ha desarrollado un re-
glamento de funcionamiento donde se 
detalle sus funciones” (pbi, 2012, p. 4). La 
implementación de la Ley para el Juicio 
de Protección de los Derechos Huma-
nos, reglamentaria del artículo 105 de la 
Constitución Política del Estado Libre y 
Soberano de Oaxaca.

l	La debida implementación de la Ley de 
la Defensoría de Derechos Humanos 
del Pueblo de Oaxaca, incluyendo la 
superación de los obstáculos presu-
puestales. La creación de un mecanismo 
local de protección a personas defenso-
ras de derechos humanos, así como el 
diseño e implementación de protocolos 
con la participación de organismos de 
derechos humanos, personas expertas y 
las y los defensores.

De acuerdo con la oaCnudh (2009), otros 
aspectos por considerar respecto de la ar-
monización legislativa, son los siguientes:

l	Reforzar los mecanismos de protección 
de derechos humanos, especialmente el 
juicio de amparo.

l	Revisar y reformar aquellos tipos pena-
les que debido a su formulación abierta 

pueden llegar a ser aplicados de manera 
expansiva en contra de las y los defen-
sores.

l	Revisar la legislación civil y fiscal con 
el fin de facilitar y hacer más accesible 
la constitución jurídica de las diversas 
organizaciones y agrupaciones de de-
fensoras y defensores según su propia 
naturaleza y objetivos, así como el acce-
so al financiamiento público y privado.

l	Regular en los niveles federal, estatal y 
municipal el uso de la fuerza pública en 
la contención del derecho a la protesta 
social, a la luz de los estándares interna-
cionales de derechos humanos.

l	Revisar la legislación relativa a facilitar el 
acceso a las y los defensores a los cen-
tros de detención, particularmente para 
verificar o atender situaciones concre-
tas.

l	Según los lineamientos dados por la sCJn 
y los estándares internacionales, reco-
nocer expresamente en la legislación a 
la radiodifusión comunitaria y adoptar 
políticas públicas para garantizar que 
opere con procedimientos equitativos, 
sencillos y que cuente con los medios 
necesarios para su desarrollo y subsis-
tencia (p. 33).
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4.4 Acciones preventivas: formación 
y sensibilización del sector público

Dentro del Plan Estatal de Desarrollo 2011-
2016 se incluyó como eje transversal a los 
derechos humanos, con el compromiso espe-
cífico de realizar un programa de acción en la 
materia, incluyendo el derecho a defender los 
derechos humanos.

Dentro de las actividades de la Cadh se 
han brindado capacitaciones a las y los servi-
dores públicos del ejecutivo local para dar a 
conocer contenidos específicos de los dere-
chos humanos y sensibilizarles en las funcio-
nes que desempeñan.

Por su parte, la ssp de Oaxaca, por medio 
del Instituto de Profesionalización, propor-
ciona cursos de capacitación a integrantes 
de las instituciones policiales, fortaleciendo la 
seguridad pública con un enfoque de dere-
chos humanos. Además, programa cursos de 
capacitación in situ para concientizar y dar a 
conocer a los integrantes de las instituciones 
policiales sobre la importancia de dar cum-
plimiento debido a las medidas cautelares 
emitidas por los mecanismos defensores de 
derechos humanos.

La información consultada para la elabo-
ración de este capítulo no da cuenta de los 
impactos que han tenido las capacitaciones 
implementadas hasta el momento por el go-
bierno local en el mejoramiento de la situa-
ción de las personas defensoras de derechos 
humanos en Oaxaca.

5 RECOMEN-
DACIONES

l	 Identificar las causas 
estructurales que posibi-

litan las agresiones a las personas defen-
soras y diseñar estrategias que garanti-
cen el ejercicio del derecho a defender 
los derechos humanos.

l	Elaborar periódicamente un mapa de 
riesgo a nivel regional y estatal sobre 
el trabajo de las personas defensoras, 
identificando los focos rojos, así como 
a los principales perpetradores de vio-
laciones de derechos humanos.

l	Diseñar un plan de acción integral para 
la atención y protección de las personas 
defensoras en las zonas y regiones iden-
tificadas en el mapa de riesgo.

l	Establecer mecanismos de evaluación 
para medir el cumplimiento del dere-
cho a defender los derechos humanos 
en Oaxaca, estableciendo indicadores 
desagregados por sexo, edad, origen ét-
nico, discapacidad, entre otros.

l	Transparentar la asignación y ejecución 
de los recursos públicos destinados a 
las acciones de prevención, protección 
y promoción de los derechos de las 
personas defensoras.

l	Incorporar la perspectiva de género en 
todas las acciones encaminadas a garan-
tizar la integridad de las personas de-
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a fensoras en Oaxaca y la materialización 
del derecho a defender los derechos 
humanos.

l	Diseñar una agenda legislativa (conside-
rando los elementos abordados en el 
presente Diagnóstico) para armonizar 
el marco jurídico local con lo estipulado 
en la Declaración sobre el derecho y el 
deber de los individuos, los grupos y las 
instituciones de promover y proteger 
los derechos humanos y las libertades 
fundamentales universalmente recono-
cidos.

l	Promover iniciativas legislativas que 
establezcan agravantes a los delitos co-
metidos en contra de las personas de-
fensoras, en el ejercicio de su derecho a 
defender los derechos humanos.

l	Promover reformas constitucionales 
que permitan hacer aplicables los ins-
trumentos de participación ciudadana 
establecidos en la Constitución Política 
de Oaxaca, tales como el plebiscito, el 
referéndum y la revocación del manda-
to, a fin de crear dinámicas de corres-
ponsabilidad en el gobierno.

l	Adoptar y socializar campañas que den 
visibilidad a la labor que realizan las per-
sonas defensoras de derechos humanos, 
incluyendo el reconocimiento público 
del Gobierno del Estado de Oaxaca.

l	Incorporar en las actividades de for-
mación y capacitación dirigidas a servi-
dores públicos los aspectos que deben 
considerar específicamente cuando se 

trabaja con personas defensoras de 
derechos humanos. Por un lado, la sen-
sibilización en general y, por otro, las 
acciones concretas que deben realizar 
para cumplir con las alertas tempranas 
y las medidas cautelares. En este último 
aspecto, sobre todo la pGJ, la seGeGo, la 
Cadh, la ssp y las autoridades municipa-
les.

l	Fortalecer la formación y actualización 
de las y los jueces sobre el derecho in-
ternacional de los derechos humanos, 
las reformas federales y estatales de de-
rechos humanos y la labor que desem-
peñan las y los defensores de derechos 
humanos.

l	Fortalecer a la Fiscalía para la Investiga-
ción de Delitos de Trascendencia Social 
dotándole de mayor autonomía, recur-
sos y capacitación que posibiliten un 
trabajo profesional, contando con pro-
tocolos de actuación, personal altamen-
te capacitado en materia de derechos 
humanos y policía adscrita a la propia 
fiscalía con capacitación en los temas 
que investiga. Asegurar la confidenciali-
dad de los datos que esta dependencia 
maneja y la no revictimización de las 
personas defensoras.

l	Fortalecer institucionalmente a la Cadh 
para que desempeñe efectivamente su 
función de eje articulador frente al tema 
de defensores de derechos humanos.

l	Elaborar protocolos de procedimiento 
para el otorgamiento, seguimiento y 
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evaluación a la implementación de las 
medidas cautelares (incluido el análisis 
de riesgo) y las alertas tempranas, con 
la participación de organizaciones de la 
sociedad civil y de las personas defenso-
ras de los derechos humanos.

l	Elaborar lineamientos y estrategias de 
procedimiento para establecer ade-
cuada y coordinadamente las medidas 
cautelares y alertas tempranas dictadas 
para Oaxaca.

l	Establecer un plan de implementación y 
seguimiento (empalmarlo con los pro-
tocolos de procedimiento y coordina-
ción para instrumentar medidas caute-
lares) para cumplir con lo establecido 
en el Convenio entre el Gobierno de 
Oaxaca y el Mecanismo de protección a 
personas defensoras y periodistas.

l	Diseñar un sistema de indicadores para 
evaluar la eficacia de las medidas caute-
lares y alertas tempranas que se emiten 
a favor de las personas defensoras de 
los derechos humanos.

l	Elaborar un informe público sobre las 
medidas cautelares y alertas tempranas 
que se están llevando a cabo actualmen-
te en Oaxaca y verificar su grado de 
implementación (semáforo).

l	Impulsar una política de Estado para 
garantizar la justicia transicional en la 
entidad, incluido el adecuado funciona-
miento de una Comisión de la Verdad 
que abarque por lo menos el periodo 

investigado por la sCJn (Gobierno de 
Oaxaca).

l	Impulsar la adecuada implementación 
de la Ley para el Juicio de Protección 
de los Derechos Humanos, incluido el 
adecuado funcionamiento de la Sala 
Constitucional.

l	Continuar con la implementación del 
sistema penal acusatorio adversarial en 
el Estado, con el objeto de fortalecer el 
sistema de justicia penal en el Estado.

l	Actualizar los planes de estudio de las 
universidades en Oaxaca incorporando 
las materias de derechos humanos, a fin 
de visibilizar y revalorar el trabajo de 
las personas defensoras de derechos 
humanos.
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A
ANEXO

1. “Bautista Merino, Teresa y Martínez Sánchez, Felicitas. Inte-
grantes de la radio comunitaria La Voz que Rompe el Silencio, 
realizaban denuncias sobre los abusos cometidos por los ca-
ciques de la zona. El 7 de abril del 2008 habrían sido asesina-
das durante una emboscada en el paraje Llano Juárez, en la 
carretera que conduce del paraje Joya del Mamey a Putla de 
Guerrero, cuando viajaban junto con otras personas en un 
automóvil particular. Las investigaciones iniciadas no arrojado 
datos que puedan llevar a identificar a un probable responsa-
ble” (oaCnudh, 2009, p. 39). Región de la Mixteca.

2. El 18 de enero del 2012 fue asesinado Bernardo Méndez 
Vásquez, integrante de la Coordinadora de Pueblos Unidos del 
Valle de Ocotlán (CpuVo), la cual ha denunciado y rechazado 
el proyecto minero que realiza la empresa minera Cuzcatlán, 
filial de Fortuna Silver, empresa canadiense (Barcadh, 2011 y 
Codigo-dh), 2012). El gobierno del estado de Oaxaca, median-
te un comunicado de la pGJeo fechado el 9 de abril de 2012, 
informó de la detención de tres personas, presuntos asesinos 
de Méndez Vázquez.20 Sin embargo, el conflicto siguió y el 15 
de marzo de 2012 Bernardo Vásquez Sánchez, Álvaro Andrés 
Vásquez Sánchez y Rosalinda Vásquez fueron emboscados por 
opositores a la CpuVo. Bernardo fue asesinado, y Álvaro Andrés 
y Rosalinda resultaron heridos. La pGJeo informó que, “des-

20 Consultado el día 26 de noviembre de 2013 en:http://www.oaxaca.gob.
mx/?p=19099
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pués de haberse librado las órdenes de apre-
hensión correspondientes el 16 de octubre, 
fueron detenidos y consignados dos autores 
materiales del asesinato de Bernardo Vásquez 
Sánchez”(pGJeo, 2012). Región Valles Centrales.

3. El comunero y defensor comunitario 
Eduardo Feliciano Reyes fue emboscado y ase-
sinado en la comunidad de Los Valles por un 
grupo de cinco sujetos presuntamente de 
filiación priista. El homicidio ocurrió el 11 
de junio de 2012 en el contexto de un viejo 
conflicto entre los pueblos mixe de San Juan 
Mazatlán y zapoteco de Santo Domingo Peta-
pa (Ucizoni, 2012). Región del Istmo.

4. Severiano Hernández Méndez, fundador de 
Unión Indígena Zapoteca Chinanteca (Uiza-
chi) y defensor de derechos indígenas en la 
región de la Sierra Norte, fue asesinado el 15 
de junio de 2012 en el municipio de Lachixia, 
Santiago Camotlán (Consorcio, 2012). Región 
Sierra Norte.

5. Domingo Castro López, de 63 años de edad, 
presidente del comisariado de Bienes Ejidales 
de San Pedro Yosotatu, fue asesinado el 25 de 
junio de 2012. Castro López era defensor de 
los recursos naturales de su comunidad. El 
homicidio se dio el contexto de un viejo con-
flicto de tierras de la región Mixteca. Región 
de la Mixteca.

6. “Juárez, Lauro. Indígena chatino, pertene-
cía a la Unión de Campesinos Pobres (uCp) 

y al Frente Popular Revolucionario (fpr). 
Originario y vecino de La Arena, Santa María 
Temaxcaltepec, Juquila, fue electo regidor de 
Hacienda del cabildo no reconocido por el 
Instituto Estatal Electoral. El día 3 de mar-
zo de 2008 su cuerpo se habría encontrado 
sin vida, luego de no haber sido localizado 
desde el 30 de diciembre de 2007, tres días 
después de haber participado junto con su 
comunidad en una manifestación cuyo ob-
jeto era el de protestar por la resolución 
emitida por el Instituto Estatal Elector de 
Oaxaca que negaba el reconocimiento a la 
elección de representantes por usos y cos-
tumbres de la comunidad indígena de Santa 
María de Temaxcaltepec” (oaCnudh, 2009, p. 
40). Región Sierra Sur.

7. “Agresión a la Misión Civil de Observa-
ción en San Juan Copala. Con el fin de llevar 
alimentos y agua al Municipio Autónomo de 
San Juan Copala, un grupo de organizaciones 
locales de Oaxaca, observadores internacio-
nales y del sindicato de maestros de Sección 
22 del Sindicato Nacional de Trabajadores de 
la Educación decidieron realizar una caravana 
a dicha comunidad el 27 de abril de 2010. Al 
llegar a las inmediaciones habrían sido ataca-
dos por un grupo armado y habrían fallecido 
Beatriz Alberta Cariño Trujillo, miembro de Cen-
tro de Apoyo Comunitario Trabajando Unidos 
(Cactus) y Jyri Antero Jaakkola, observador in-
ternacional de Finlandia. Al menos otras tres 
personas habrían resultado heridas. El clima 
de violencia siguió escalando en la zona y el 
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a siete de octubre de 2010 la Cidh otorgó me-
didas cautelares a favor de 135 habitantes de 
San Juan Copala. Asimismo la Cndh también 
ordenó medidas de protección” (oaCnudh, 
2009, p. 40). Región de la Mixteca.

8. El 22 de julio de 2012, 24 jóvenes sim-
patizantes del movimiento #Yosoy132 fueron 
detenidos y algunos de ellos y ellas fueron 
torturados por elementos de la policía esta-
tal. Dentro de los torturados están Juan Ma-
nuel Navarro Contreras, Omar PerezTellez y 
Marco Antonio Mariano Guzmán, líderes del 
movimiento en Oaxaca. La tortura también 
se infligió en contra de jóvenes mujeres con 
agresiones sexuales (Codigo-dh), 2012). Re-
gión Valles Centrales.

9. “Desiderio, Artemio. Integrante del 
Comité Cerezo filial Oaxaca. El día 10 no-
viembre del 2006, al salir de las oficinas 
de la Liga Mexicana por la Defensa de los 
Derechos Humanos (Limeddh) dos sujetos 
que se transportaban en una motocicleta 
le habrían disparado sin lograr herirlo. Los 
sujetos habrían avanzado lentamente en su 
motocicleta con las direccionales del ve-
hículo encendidas” (oaCnudh, 2009, p. 39). 
Región Valles Centrales.

10. “Solalinde, Alejandro. Coordinador de 
la Pastoral de Movilidad Humana Pacifico 
Sur del Episcopado Mexicano y dirigente del 
refugio “Hermanos del Camino” ubicado en 
Ixtepec. El 24 de junio de 2008 un grupo de 

unos 50 residentes, encabezados por funcio-
narios municipales, habría llegado al refugio 
y amenazado con prender fuego al edificio si 
no se cerraba en un plazo de 48 horas. Unos 
días antes de este incidente, un migrante cen-
troamericano había sido detenido por la vio-
lación de una niña de seis años en Ixtepec. En 
entrevistas a los medios de comunicación, el 
padre Alejandro Solalinde había condenado la 
violación, pero había aclarado que el detenido 
no se había alojado en su refugio” (oaCnudh, 
2009, p. 40). Región del Istmo.

11. En abril de 2012 se verificó una serie 
de amenazas por vías electrónicas que hasta 
el momento permanecen en la impunidad a 
pesar de la tecnología con la que cuenta la 
pGJeo para hacer investigaciones. El 13 de abril 
de 2012 la licenciada Alba Cruz Ramos, inte-
grante de Codigo-dh, recibió un mensaje en 
su celular con una amenaza de muerte. Cabe 
recordar que desde 2007 cuenta con medi-
das cautelares de la Cidh y con acompaña-
miento de pbi (ai, 2012, p. 16). Ese mismo día, 
en otro contexto, Reyna Rivera (esposa del 
sindicalista Marcelino Coache Verano), reci-
bió igualmente amenazas de muerte median-
te un mensaje en su celular. Al día siguiente, 
el sacerdote Wilfrido Mayrén Peláez recibió 
de igual forma amenazas en su celular (Av. 
prev. 009/FIDTS/2012 y acumulados 07/08/
FIDTS/2012). El mismo 14 de abril vía twi-
ter el pintor y defensor Francisco Toledo fue 
amenazado de muerte. De igual forma, ese 
14 de abril, el licenciado Mario Hernández 
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Martínez, fundador de Iniciativa Ciudadana 
Oaxaca, A.C., recibió las mismas amenazas 
de muerte vía su celular. Nuevamente, en ese 
mismo mes de abril el 15 de 2012 en otro 
contexto, el padre Alejandro Solalinde fue 
amenazado por dos desconocidos. A pesar 
de toda la atención que recibió este caso, la 
situación ha variado relativamente poco en 
cuanto a los riesgos que tienen los defenso-
res de migrantes en Oaxaca. Dirigentes so-
ciales, campesinos y defensores comunitarios 
han registrado constantes amenazas en su 
labor por defender los bienes comunes na-
turales. Carlos Leonardo y Remigio Núñez, 
integrantes de Ucizoni, fueron amenazados 
de muerte después de que denunciaran la 
muerte del comunero Feliciano Reyes, quien 
fuera ultimado a balazos, en el núcleo rural 
Los Valles, perteneciente al municipio de San 
Juan Mazatlán. La noche del sábado 16 de ju-
nio de 2012 resultaron heridos con proyectil 
de arma de fuego Bertín Vásquez Ruiz y An-
drés Guadalupe Vásquez Ruiz. Los atacantes 
presuntamente apoyan el megaproyecto de 
la región de San José del Progreso Ocotlán 
(Barcadh, 2011). Región Valles Centrales y 
Región Istmo.

12. Las amenazas contra mujeres indígenas 
son situaciones en riesgo que se verifican 
constantemente en el estado y que en mu-
chas ocasiones están invisibilizadas. He aquí 
dos casos graves que se han podido docu-
mentar, pese a que se cuente con medidas 
cautelares previas a las amenazas: el domicilio 

de la señora Eva Gómez Santos, mujer líder 
indígena triqui de Valle del Río, región Mix-
teca, fue allanado el 31 de julio de 2012 por 
un grupo de personas armadas desconocidas. 
La señora Gómez Santos es parte del grupo 
de desplazados en esa región y cuenta con 
medidas cautelares otorgadas por la Cidh(s/f). 
Región de la Mixteca.

13. El 16 de enero de 2013 Silvia Pérez 
Yescas, defensora de larga trayectoria, fue 
amenazada de muerte por un grupo de pisto-
leros en su domicilio. La señora Pérez Yescas 
trabaja fundamentalmente en la promoción 
del derecho de las mujeres a la salud, a una 
vida libre de violencia, a la participación po-
lítica y al acceso a la propiedad de la tierra y 
por la defensa de los recursos naturales. Silvia 
Pérez ya cuenta con medidas cautelares del 
gobierno estatal, las cuales, señala Codigo-dh 
“han sido insuficientes e ineficaces para dete-
ner las agresiones y proteger su integridad y 
seguridad”(Cencos, 2013). Región del Papa-
loapam.

14. “Sánchez Campos, Esteban Abel y San-
tiago Ambrosio, Emilio. Trabajadores de la 
Radio Calenda en Oaxaca. El 24 de enero de 
2007 el presidente municipal de San Antonio 
de Velasco Oaxaca habría disparado dos ve-
ces con arma de fuego en contra del repor-
tero Sánchez Campos, quien se encontraba 
próximo al Palacio Municipal resultando ileso. 
El mismo día un correligionario del Presiden-
te Municipal habría arrojado una piedra con-
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a tra el señor Santiago Ambrosio, quien resultó 
herido del ojo” (oaCnudh, 2009, p. 40). Región 
Valles Centrales.

15. El 21 de enero de 2011 presuntos ele-
mentos del ejército mexicano allanaron las 
oficinas de la organización Comité de De-
fensa de los Derechos del Pueblo (Codep) 
(Sipaz, 2012). Región Valles Centrales.

16. El 21 de octubre de 2011 trabajadores 
de la empresa Demex, entraron a tierras de 
la comunidad indígena zapoteca de Unión Hi-
dalgo, Oaxaca, destruyendo el cercado de las 
parcelas instaladas por los propietarios desde 
hacía meses. Los trabajadores dirigidos por el 
señor Jaime de la Cruz Gómez y Juan Wen-
dolain amenazaron a los propietarios y a las 
defensoras Bettina Cruz Velázquez y Maribel 
González de que las iban a matar si seguían 
entrometiéndose y que si no los dejaban en-
trar los iban a acusar de despojo (Consorcio 
Oaxaca, 2012). Región del Istmo.

17. “Castellanos, Aline. Integrante del Con-
sorcio para el Diálogo Parlamentario y la 
Equidad, A.C., y había sido Presidenta de la 
Liga Mexicana de Defensa de Derechos Hu-
manos (Limeddh) filial Oaxaca. Denunció que 
su domicilio habría sido allanado el 28 de abril 
de 2007 y su pasaporte sustraído. La defenso-
ra planeaba acudir a las audiencias públicas 
ante la Comisión Interamericana de Dere-
chos Humanos en Washington para hablar de 
las violaciones a derechos humanos presen-

tadas en el contexto del conflicto de Oaxaca 
en 2006, situación que interpretó como un 
mensaje para que dejara de hacer denuncias 
ante organismos internacionales” (oaCnudh, 
2009, p. 39). Región Valles Centrales.

18. “QUIEGO, A.C., ubicada en Oaxaca, 
Oaxaca. El día 19 de marzo de 2009 sujetos 
armados y encapuchados habrían entrado a 
las oficinas, sometiendo al personal presente 
y llevándose el equipo de cómputo, identifica-
ciones y celulares de las personas que esta-
ban laborando en ese momento” (oaCnudh, 
2009, p. 42). Región Valles Centrales.

19. “Servicios para una Educación Alter-
nativa (Educa) y el Centro de Derechos 
Humanos Flor y Canto. A raíz de la docu-
mentación y denuncia que realizaran por los 
hechos ocurridos el 20 de marzo de 2009 en 
la comunidad de San José del Progreso, mu-
nicipio de Ocotlán, Oaxaca, cuando elemen-
tos policíacos habrían desalojado un plantón 
frente a la mina que pertenece a la Empresa 
Minera Cuzcatlán, el 07 de mayo de 2009, el 
diario Despertar de Oaxaca habría difundido 
que dichas organizaciones lucraban econó-
micamente con la defensa de los recursos 
naturales” (oaCnudh, 2009, p. 42). El 3 de no-
viembre de 2011 integrantes de Consorcio 
para el Diálogo Parlamentario y la Equidad en 
Oaxaca encontraron que sus oficinas fueron 
allanadas y se les robó material electrónico 
(Consorcio Oaxaca , 2011). De igual forma, el 
26 de noviembre de 2011, Orlando Sosa Ló-
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pez fue amenazado por policías vestidos de 
civil. Ante esa amenaza se solicitaron medidas 
cautelares ante la Comisión de dho (Barcadh, 
2011). Región Valles Centrales.

20. Nuevamente el 3 de marzo de 2012 
las oficinas de Consorcio para el Diálogo y 
la Equidad Oaxaca, A.C. fueron allanadas. Se 
dio vista a la Fiscalía Especializada de Trascen-
dencia Social, abriendo la averiguación previa 
06/FIDTS/2012 (Barcadh, 2011). Región Valles 
Centrales.

21. El 6 de junio de 2012 el domicilio del li-
cenciado Mario Hernández Martínez, fundador 
de Iniciativa Ciudadana Oaxaca, A.C., fue alla-
nado. Los perpetradores robaron dinero y una 
computadora laptop. Región Valles Centrales.

22. El 3 de abril de 2013 nuevamente fue-
ron allanadas las oficinas de la organización 
Comité de Defensa de Derechos Humanos 
Gobixha A.C. En el operativo se registró robo 
de documentación e información. Ese crimen 
se realizó a pesar de las medidas cautelares 
que tienen las miembros de la organización 
y en el contexto de algunas giras de defenso-
ras en Europa (Barcadh, 2011). Región Valles 
Centrales.

23. “Campos Martínez, Darío Roberto. Co-
laborador de la Radio Calenda en Oaxaca. El 
26 de noviembre de 2006, el señor Campos 
Martínez habría sido detenido arbitrariamen-
te cuando caminaba por una calle de Oaxaca 

y mantenido en una camioneta por aproxi-
madamente una hora; habría sido agredido e 
intimidado para que la Radio Calenda dejara 
de difundir información desfavorable al presi-
dente del municipio” (oaCnudh, 2009, p. 39). 
Región Valles Centrales.

24. “Mujica Arzate, Irineo. Reportero inde-
pendiente. El 31 de marzo de 2008, el Institu-
to Nacional de Migración (inm) y la Secretaría 
de Marina habrían llevado a cabo un operati-
vo para detener migrantes centroamericanos, 
en Las Palmas, Niltepec, Estado de Oaxaca. 
Durante este operativo, habría presenciado y 
captado fotográficamente presuntas agresio-
nes a los migrantes que viajaban en el ferro-
carril, así como testimonios y pruebas gráfi-
cas de la presunta violación de dos mujeres 
migrantes centroamericanas. Posteriormente, 
el susodicho habría sido detenido junto con 
los migrantes y despojado de sus pertenen-
cias. Permaneció detenido durante cinco ho-
ras, antes de ser liberado en el municipio en 
Tapanatepec, Oaxaca” (oaCnudh, 2009, p. 40). 
Región del Istmo.

25. El 21 de marzo de 2013, Rosa Rojas, Fran-
cisco Olvera, periodistas de La Jornada; Karina 
Martínez Castillo, Ignacio Garrido García y 
David Henestrosa, colaboradores de Subver-
siones, Agencia Autónoma de Comunicación 
e informativo Generando Opinión, respecti-
vamente, fueron retenidos por pobladores de 
San Dionisio del Mar. La detención arbitraria 
que contó con la aquiescencia de autorida-
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a des municipales en el contexto del conflicto 
en contra del megaproyecto eólico-eléctrico 
(Codigo-dh, 2013). Región Valles Centrales.

26. “Martín Octavio García Ortiz. Colabora 
con el Centro de Derechos Humanos Fray 
Bartolomé Carrasco en el municipio de San 
José del Progreso. El 16 de junio de 2010 ha-
bría sido detenido por un grupo de civiles, 
golpeado y posteriormente puesto a disposi-
ción de la autoridad ministerial. Se le sujetó 
a arraigo por considerarlo sospechoso de la 
autoría intelectual del homicidio de Venancio 
Oscar Martínez Rivera. Tras cumplir parte de 
su arraigo en el hospital para recuperarse de 
las lesiones, el arraigo habría sido suspendido 
y el señor García Ortiz fue puesto en libertad 
el 30 de junio de 2010” (oaCnudh, 2009, p. 
40). Región Valles Centrales.

27. “Loaeza Juárez, Jaime y Loaeza Juárez, 
Aquilino. Ambos formaron la Organización 
de Pueblos por la Defensa de sus Tierras en 
Oaxaca. El 8 de marzo del 2006, participaron 
en una protesta por la manera en que la po-
licía había detenido a otros ocho miembros 
de la comunidad durante una manifestación 
pacífica según los informes. La policía muni-
cipal habría detenido a Jaime y Aquilino, jun-
to con otras cinco personas. Ambos habrían 
sido acusados de sedición, resistencia a la 
detención y bloqueo de carreteras públicas. 
Un juez ordenó su libertad sin cargos el 15 
de marzo de ese año” (oaCnudh, 2009, p. 40). 
Región Valles Centrales.

28. “Alejandro Solalinde. Coordinador de 
la Zona Sur de la Dimensión Pastoral de la 
Movilidad Humana de la Conferencia Epis-
copal Mexicana y director del refugio para 
migrantes de Ciudad Ixtepec ‘Hermanos en 
el Camino’. En el mes de septiembre de 2010, 
luego de haber denunciado irregularidades 
en la detención de un grupo de inmigrantes 
centroamericanos que viajaban en un tren 
carguero, funcionarios de la Delegación Re-
gional del Instituto Nacional de Migración en 
Oaxaca habrían presentado una denuncia en 
su contra por el supuesto delito de tráfico de 
personas. Anteriormente, habría sido objeto 
de amenazas. La Cndh dictó medidas de pro-
tección a su favor y el 23 de abril de 2010 la 
Comisión Interamericana de Derechos Hu-
manos ordenó medidas cautelares a su favor 
y a otros integrantes del albergue” (oaCnudh, 
2009, p. 40). Región del Istmo.

29. Lucila Bettina Cruz Velázquez es otro 
caso para ilustrar cómo se judicializan accio-
nes de defensores a fin de reducir su labor: 
en el municipio de Santa María Xadani, en el 
estado de Oaxaca, cuando Bettina salía de 
una reunión con la Cfe, acompañada por una 
abogada de derechos humanos, Maribel Gon-
zález Pedro, fue detenida y conducida ante 
el mp donde le acusaron de daños (ai, 2012; 
Barcadh, 2011). Región del Istmo.

30. Mariano Gómez López fue detenido 
arbitrariamente el 31 de marzo de 2013. En 
menos de tres días se le generó un proceso 
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judicial, que si bien le permitió salir en libertad, 
tiene que ir a firmar todos los días al juzgado 
de Juchitán (Red TdT, 2013). Región del Istmo.

31. “Complejo Hidroeléctrico Paso de la 
Reina. Ubicado en el Río Verde, dentro de los 
terrenos del municipio de Tataltepec de Val-
dés. Presuntamente afectará las tierras de seis 
municipios y un total de 43 comunidades in-
dígenas. Las autoridades de los municipios de 
Santiago Ixtayutla, Tataltepec de Valdés, Santa 
Cruz Zenzontepec, Corral de Piedras y Paso 
de la Reina han manifestado su oposición a la 
construcción de dicha presa, así como a los 
estudios de factibilidad que se han empezado 
a realizar por diversas universidades y cen-
tros de investigación” (oaCnudh, 2009, p. 40). 
Región de la Costa.

32. “Chalcatongo de Hidalgo. Los días 25, 
26 y 27 de diciembre de 2007 y 09, 10 y 11 
de mayo de 2008, un grupo de personas ha-
bría desalojado por la fuerza a la comunidad 
de La Paz, quemando las casas y robando sus 
pertenencias. Lo anterior, del contexto de 
un conflicto de tierras entre los habitantes 

de Santo Domingo Ixcatlán y Chalcatongo 
de Hidalgo. El 05 de febrero fue publicado el 
Diario Oficial de la Federación un Acuerdo 
de Coordinación para atender a la población 
indígena desplazada de la Paz Chalcatongo 
celebrado entre la Comisión Nacional para 
el Desarrollo de los Pueblos Indígenas y el 
Municipio de Chalcatongo, Tlaxiaco, Hidalgo” 
(oaCnudh, 2009, p. 40). Región de la Mixteca.

33. El sacerdote Martín Octavio García 
Ortíz y Minerva Nora Martínez Lázaro, in-
tegrantes del Centro Regional de Derechos 
Humanos “Bartolomé Carrasco Briseño” 
A.C. (Bacardh), fueron criminalizados en abril 
y el 8 de junio por el diario local Despertar 
de Oaxaca, atribuyéndoles ser responsable 
de un crimen. Curiosamente la narración del 
diario apunta con una precisión sospechosa 
las llamadas que hizo el ministro por su ce-
lular (Bacardh, 2011). Región Valles Centrales.

34. Otro caso de criminalización es el ata-
que contra Educa, donde los criminaliza el co-
lumnista de “El Callao”, del diario El Imparcial 
(22 de abril de 2012). Región Valles Centrales.
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aCnudh: Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Uni-
das para los Derechos Humanos 

aCuddeh: Acción Urgente para Defensores de los Derechos 
Humanos 

apf: Administración Pública Federal 
barCadh: Centro Regional de Derechos Humanos “Bartolo-

mé Carrasco Briseño” A.C.
Cadh: Coordinación para la Atención de los Derechos Hu-

manos del Gobierno del Estado de Oaxaca 
Cidh: Comisión Interamericana de Derechos Humanos 
Cndh: Comisión Nacional de Derechos Humanos 
CodiGo-dh: Comité de Defensa Integral de Derechos Huma-

nos Gobixha
Coidh: Corte Interamericana de Derechos Humanos
Conapred: Consejo Nacional para la Prevención de la Discri-

minación 
ConeVal: Consejo Nacional de Evaluación 
Cpeo: Constitución Política del Estado de Oaxaca 
Cpeum: Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
ddho: Diagnóstico de Derechos Humanos de Oaxaca
ddhpo: Defensoría de Derechos Humanos del Pueblo de 

Oaxaca 
eduCa, a.C.: Servicios para una Educación Alternativa, Asocia-

ción Civil
fidts: Fiscalía para la Investigación de Delitos de Trascen-

dencia Social 
ineGi: Instituto Nacional de Geografía y Estadística 
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Mecanismo: Mecanismo de protección para personas defen-
soras de derechos humanos y periodistas 
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ciones Unidas para los Derechos Humanos 

oea: Organización de Estados Americanos
onu: Organización de las Naciones Unidas 
pan: Partido Acción Nacional
ped: Plan Estatal de Desarrollo de Oaxaca 2010-2016
prd: Partido de la Revolución Democrática
pri: Partido Revolucionario Institucional
red tdt: Red de Organismos Civiles de Derechos Humanos 

“Todos los Derechos para Todas y Todos” 
sCJn: Suprema Corte de Justicia de la Nación 
seGob: Secretaría de Gobernación
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